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La tortura y el Derecho 
Internacional 
1. Los grandes textos de la ONU sobre derechos humanos: (<Una 
filosofia suficiente, una regulación insuficientes 
Dos son las cuestiones que hay que abordar prima facie al comenzar este epí- 
grafe: ¿por qué surge la regulación internacional de la tortura a partir del genero 
de 10s denominados derechos humanos? y ¿por qué se produce respecto de esta 
figura y no de otras que podrían parecer cuando menos de igual importancia y 
necesidad, si no de más, y que también se incluyen en el amplio abanico de 10s 
derechos humanos internacionalmente reconocidos? 
Si bien la respuesta a la primera de las preguntas formuladas suele estar siem- 
pre presidida por una acertada aunque excesivamente simplista lógica, en el sen- 
tido de que al ser la tortura un ataque contra uno de 10s más preciados bienes 
del hombre, su integridad, tanto física como moral, no hay mejor campo para el 
desarrollo del contorno jurídic0 que la reprima que el de aquel en el que se con- 
tienen como objeto de protección jurídica todos 10s aspectos del ser humano; 10 
cierto, y de ahi la segunda pregunta que planteamos, es que si admitieramos sin 
más dicho planteamiento, mal podríamos explicarnos el enigma que supone el 
encontrarnos con que se ha regulado un aspecto concreto de dichos derechos hu- 
manos y que, por el contrario, no se ha hecho y ni tan siquiera hay perspectivas 
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a corto, medio plazo, en relación con otros aspectos cuya violación es al menos 
cuantitativamente hablando -sin entrar en aspectos cualitativos que dejo a mis 
más preparados compañeros, filósofos del Derecho- más importante. 
Por el10 y como primer paso en un análisis sobre la realidad juridico- 
internacional de la tortura es necesario entrar, aunque sea brevemente, en una 
exposición del género en el que se ha producido su gestación y en el que, por 
10 tisnto, y por las razones que posteriormente iremos exponiendo, se encuentra 
su iiltima ratio, la cua1 al mismo tiempo justifica en profundidad su configuración 
como figura delictiva internacional y explica su manifestación concreta actual. 
Y para ello, puesto que la necesidad de la perspectiva histórica para el conoci- 
miento de 10s contornos exactos de cualquier institución es algo hoy en dia im- 
prescindible y reconocido y muy especialmente en el ámbito del Derecho 
Internacional' por el fuerte dinamismo que caracteriza aquellas relaciones -que 
aún seguimos llamando internacionales-2 que son el objeto de su regulación, y 
que le viene dado por la multiplicidad y complejidad de 10s factores que en ellas 
intervienen; vamos a comenzar estableciendo una panorámica de la evolución re- 
gistrada en materia de derechos humanos en el Derecho Internacional contem- 
poráneo. 
Nuestro punto de partida es necesariamente el desarrollo que se registra en 
materia de derechos humanos tras la 11" Guerra Mundial, y cuya plasmación prin- 
cipal se encuentra en la Carta de las Naciones Unidas, en cuanto compendio-ideari0 
básico, y en la Declaración Universal de Derechos Humanos; y ello, porque de 
ambas, especialmente de la segunda, va a salir el hi10 conductor que lleva directa- 
mente a la Convención contra la Tortura y otros Tratos y Penas Crueles, Inhuma- 
nos o Degradantes. Ahora bien, este planeamiento contemporáneo no ha de 
entenderse ni en el sentido de que neguemos la existencia de toda referencia an- 
terior a la tortura en pa r t i~u la r ,~  ni en el de que tratemos de desconocer una ri- 
ca y dilatada historia de 10s derechos humanos en general;4 sino en el sentido de 
que la tortura tal y como hoy aparece regulada en el ámbito del Derecho Interna- 
cional General tiene sus precedentes, su apoyo directo en ambos textos interna- 
cioriales. De tal forma que, con exclusivo carácter didáctico, podriamos establecer 
el siguiente paralelismo con relación a un planteamiento de Derecho interno: Carta 
de Naciones Unidas + Declaración Universal de Derechos Humanos=Consti- 
tución; "Declaración contra la TorturaW=Ley de Bases; Convención contra la 
Tortura=Texto articulado. 
Interesa, pues, bucear en dichos ((textos constitucional es^^ para poder deter- 
minar la filosofia subyacente en 10s mismos. Tres son 10s puntos a 10s efectos 
propuestos que deben ser resaltados: 
l?  La Declaración Universal aparece como un ((Anexo)) necesario de la Carta 
-aún cuando técnicamente no 10 sea- en cuanto que en ésta se resalta en su 
Preámbulo ala fe en 10s derechos fundamentales dgl hombre, en la dignidad y 
el valor de la persona humana,, y en tanto que dicho fragmento es reproducido 
en el Quinto Considerando de aquella. ¿Significa esto que la Declaración Uni- 
verlsal participa del valor juridico de la Carta, o por el contrario su fuerza radica 
única y exclusivamente en su peso moral? La respuesta es aún hoy objeto de de- 
bate, aunque la partida parece decantarse a favor de 10s negadores del valor jurí- 
dic0 de dicha De~laración;~ no obstante, más practico por ser más esclarecedor, 
me parece trasladar el 'objeto de esta litis a la siguiente-formulación: itiene fuer- 
za jurídica obligatoria la Declaración en cuanto a exigibilidad directa de 10 en 
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ella contenido? Esta claro que no aunque haya habido intentos de asi entender- 
10,~ y el10 podria justificarse por varias razones y conforme a diversos argumen- 
tos; aunque en mi opinión el argumento definitivo al respecto nos viene dado 
por el análisis histórico, en cuanto que la necesidad o al menos la tendencia de 
-tendencia solo satisfecha con relación a algunas figuras concretas, como la 
tortura- positivar el divers0 contenido de la Declaración ha sido y es una cons- 
tante en el marco de la ONU. 
Por 10 tanto el primer punto a tener presente es que, si bien la Declaración 
Universal participa del carácter (cconstitucional)) de la Carta, aquella no es partí- 
cipe del valor juridico-obligatori0 que ésta tiene como Tratado constitutivo de 
una Organización Internacional, y que en relación con 10s derechos humanos se 
estructura en torno a 10s siguientes articulos: 
Articulo 1, 3P 
((Las propósitos de las Naciones Unidas son ... 3? Realizar la cooperación 
internacional ..., y en el desarrollo y estimulo del respeto a 10s derechos hu- 
manos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por 
motivos de raza, sexo, idioma o religiónn. 
Articulo 56 
((Todos 10s Miembros se comprometen a adoptar medidas conjunta o sepa- 
radamente, en cooperación con la Organización para la realización de 10s 
propósitos consignados en el articulo 55)). 
Articulo 55, c 
[(El respeto universal a 10s derechos humanos y a las libertades fundamen- 
tales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o reli- 
gión, y la efectividad de tales derechos y libertades,. 
Z0 La Declaración Universal surge en un contexto histórico que es preciso 
examinar para conocer la exacta medida de 10 que en ella se pretendia. Asi, se 
observa que con anterioridad a la 11" Guerra Mundial el Derecho Internacional 
clásico tan solo se habia venido ocupando en sectores muy concretos de 10s co- 
nectados con 10s derechos humanos y que podemos agrupar en tres: 
A) La represión de ciertas prácticas especialmente odiosas contra la vida, la 
libertad y la salud de las personas: asi 10s Tratados contra la esclavitud, el trafico 
internacional de drogas y la trata de mujeres y de niños7 Ahora bien, esto ni 
puede entenderse como que ya entonces la Comunidad Internacional -Comu- 
nidad de Estados- tuviera un interés directo en 10s derechos humanos, ni como 
que 10s Estados, en un repentino ccarrepentimiento)) de su todopoderosa sobera- 
nia, hicieran cesión alguna de competencias propias en favor del individuo, co- 
mo lo prueba el hecho de que en todos esos Tratados si bien se decia que el Estado 
actuaria en interés de la Comunidad Internacional, su actuación en la represión 
de tales prácticas se podia realizar con un amplio margen de ((individualisrn~)).~ 
B) La protección de las minorias nacionales: si bien el sistema creado por 
la Sociedad de Naciones tenia como finalidad la protección internacional de las 
minorias y de sus derechos mediante una garantia colectiva, el carácter eminen- 
temente politico que habia hecho emerger dicho sistema quedaba reflejado en 
que la puesta en marcha del mismo solo podia corresponder a uno de 10s miem- 
bros del Consejo de la Sociedad y en que las decisiones de dicho Consejo necesa- 
riamente debian de adoptarse por unanimidad. Por ofra parte, la defensa de las 
minorias nacionales quedaba circunscrita al ámbito europeo, como 10 muestra 
el que 10s más importantes Congresos de la Unión de Minorias Nacionales de 
Europa (1925-1938) fueran celebrados bajo 10s auspicios de la Sociedad de Na- 
ciones. 
C) La generalización del reconocimiento de unos ciertos derechos a 10s ex- 
tranjeros; el reconocimiento de derechos a 10s no nacionales, aunque tiene su 
historia en el Derecho Internacional -vg. la aplicación de su ley nacional para 
determinadas relaciones, la protección de su persona y bienes, etc., aparecen ya 
recogidas con frecuencia en 10s 'katados de Amistad, Comercio y Navegación-, 
no encuentra su generalización en la Comunidad Internacional hasta finales del 
siglo XIX, y sobre todo en el primer tercio del presente siglo, en el que se empie- 
za a acuñar el termino standard minimum para designar el conjunt0 de derechos 
de que gozan todos 10s individuos como tales y al margen de su nacionalidad. 
Dicho concepto se caracteriza por su constante crecimiento, por la mantenida 
ampliación de su contenido, y porque para determinar 10 en 61 comprendido ha- 
ce falta, como apunta Diez de Velascog no s610 recurrir (ca las normas del Dere- 
cho Internacional generales y particulares, sino también al Derecho comparado*. 
Lo cual, por otra parte, pone de manifiesto el determinante papel del Estado en 
este ámbito, en cuanto que el standard minimum reconocido a 10s extranjeros tie- 
ne su origen en la pluralidad de sujetos primarios que componen la Comunidad 
Internacional: 10s Estados; y 10 que es mas importante que son éstos 10s que en 
todo caso velaran por el respeto del mismo, fundamentalmente a través del me- 
canismo de la protección diplomática. 
Y aquí conviene ya trazar una doble perspectiva característica de 10s dere- 
chos humanos: 1 a Hasta la Declaración Universal no aparece un reconocimien- 
to internacional de ciertos derechos en favor de la persona humana como tal, 
siendo a partir de ésta, y no antes, posible hablar con propiedad de derechos hu- 
manos internacionalmente reconocidos y protegidos; 2: Antes y con posteriori- 
daci a la Declaración, se produce via dicho standard minimum el reconocimiento 
de ~ciertos derechos del individuo que, para distinguirlos de 10s anteriores podria- 
mos llamar in foro domestico, en cuanto que llegan al campo internacional por 
procedimiento deductivo y que, a diferencia de aquellos, son objeto de protec- 
ción estatal, en el sentido de que la protección de esos derechos del extranjero 
ser6 ejercitada normalmente por el Estado del cua1 sea nacional.1° 
3P El surgimiento de la Declaración Universal de Derechos ~ u m a n o s  no es 
pacifica desde una Óptica simplista basada en la mera cuantificación del dato 
de que la Declaración fuera aprobada por la Asamblea General el 10 de diciem- 
bre de 1948, mediante Resolución con 48 votos a favor, 8 abstenciones (entre 
las que caben destacarse la de la URSS, en cuanto que arrastró a otros paises 
socialistas como Checoslovaquia; la de Arabia Saudita, por su peso en el mundo 
árabe, y la de Africa del Sur,ll por razones obvias), O en contra y 2 ausencias 
(Yemen y Honduras), podria pensarse que su adopción no planteó excesivos pro- 
blemas; 10 cierto es que esto no fue asi como se comprueba desde el siguiente 
doble  lan no: 
A) k l  Departamento de Estado en el Primer proyecto norteamericano de Carta 
de las Naciones Unidas incluyó como requisito previo para ingresar en la futura 
Organización, la aceptación de una Declaración Internacional de Derechos del 
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Hombre, tal vez con un espiritu demasiado ccidealista)) originado porque enton- 
ces empezaban a conocerse datos sobre la barbarie nazi. Pero tras una reflexión 
conjunta con sus aliados en la Conferencia de Yalta, y tras considerar ingleses, 
soviéticos y 10s propios norteamericanos excesivamente avanzado el mismo, es- 
tos 10 retiraron, prefiriendo que una mera referencia genérica fuera contenida 
en la futura Carta. 
B) La existencia, ya en el seno de la Conferencia, de dos mundos ideológicos, 
que planteaba a b  initio en materia de derechos humanos * ~ n a  permanente pugna. 
Asi, mientras 10s Estados del bloque socialista y aún sin pertenecer formalmente 
a 61, pero próximos en sus planteamientos, otorgaban prioridad absoluta a 10s 
derechos económicos y sociales, 10s Estados occidentales y ccoccidentalizadoss, 
en base a su larga tradición liberal, daban dicha prioridad a 10s derechos indivi- 
duales, aunque, a diferencia de aquellos, aceptaban como derivados de éstos cier- 
tos derechos económicos y sociales de la persona. 
Pugna esta que se mantiene en nuestros dias, al menos en sus aspectos más 
básicos, pero también más fundamentales; y que alcanzó su máxima concreción 
en el seno de Naciones Unidas, en la elaboración y aprobación de 10s Pactos que 
constituyen el desarrollo de la Declaración Universal y que vamos a analizar se- 
guidamente. 
La perspectiva unitaria alcanzada con la aprobación de la Declaración Uni- 
versal, hacia prever que ese iba a ser el camino a seguir, y más teniendo en cuenta 
que tanto la Resolución 412 (V) de la Asamblea General, como la Resolución 543 
(VI), predicaban respectivamente que: ((el goce de las libertades civiles y politi- 
cas, asi como el de 10s derechos económicos, sociales y culturales, son interde- 
pendientesn, y que (cel hombre privado de 10s derechos económicos, sociales y 
culturales no representa a la persona humana que la Declaración Universal con- 
sidera como el ideal del hombre libres. Pero fue la propia Asamblea General la 
que, a instancia del Consejo Económico y Social, decidió que dos serian 10s ins- 
trumento~ dedicados a tal desarrollo; y en base de ello, fue encargado uno de 
10s Órganos intergubernamentales recién creados,12 la Comisión de Derechos Hu- 
manos, de su elaboración, 10 que realizó con una prontitud encomiable, ya que 
en 1956 ambos proyectos estaban ya terminados. 
Como prueba de la pugna existente en el seno de la Asamblea General, y 
que señalábamos ad supra, baste señalar que si bien desde 195413 era objeto de 
estudio por la Tercera Comisión, la aprobación por la Asamblea General no se 
produce hasta 1966, mediante la Resolución 2200 (XXI) de 16 de diciembre. Y 
10 que es más significativo, habrán de transcurrir diez años hasta que ambos en- 
traron en vigor.14 
Es precisamente en el texto que recogia las pretensiones defendidas por 10s 
paises occidentales, el Pacto de Derechos Civiles y Politicos, donde se recoge, 
concretamente en su articulo 7, que: ccNadie ser5 sometido a torturas ni a penas 
o tratos crueles, inhumanos o degradantes. En particular, nadie ser6 sometido 
sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos)); primera alu- 
sión concreta a la tortura en una norma internacional de las emanadas por Na- 
ciones Unidas, y que dado su carácter indiscutiblemente normativo, obliga a todos 
10s Estados Partes en dicho Pacto. Aparece, pues, por primera vez, en el Derecho 
Internacional General, una norma con eficacia jurídica obligatoria que prohibe 
la tortura. 
Ahora bien, si es cierto que es en esta norma de Derecho Internacional Ge- 
neral donde aparece como tal la prohibición de la tortura, no lo es menos que 
con anterioridad en el ámbito internacional se habia ya recogido, aunque en un 
sector muy concreto, el llamado Derecho Humanitari0 Bélico, como veremos pos- 
teriormente, y en conexión con las reglas para el tratamiento de 10s reclusos, asi 
en el articulo 31 de las Reglas Minimas Uniformes para el Tratamiento de 10s 
Reclusos, aprobadas por la Resolución 663 C (XXIV), de 31 de julio de 1957, del 
Corisejo Económico y Social, al decir que: ((Las penas corporales, encierro en cel- 
da oscura, asi como toda sanción cruel, inhumana o degradante quedaran com- 
pletamente prohibidas como sanciones disciplinarias)). Texto que tiene su origen 
en el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tra- 
tarniento del Delincuente.15 
Dicha vinculación de la tortura, aunque sin mencionarse expresamente, con 
el tratamiento de 10s reclusos, aparece igualmente recogida en el Pacto de Dere- 
chos Civiles y Politicos, concretamente en su articulo 10.16 
Aclarado el orden rigurosamente cronológico, con las salvedades ya apunta- 
das, de las normas citadas, preciso es, por último, resaltar el carácter excepcional 
que recibe, entre otras, la figura de la tortura en el Pacto. Carácter que le viene 
dado por ser excepción de la excepción ya que el articulo 4 permite a 10s Estados 
modificar sus obligaciones con respecto al pacto, en situaciones excepcionales, 
entendiendo por tales las ((que pongan en peligiro la vida de la nacións, con la 
única y formal condición de que dicha situación excepcional ((haya sido procla- 
mada oficialmente)); pero en ninguno, sigue diciendo el articulo 4, podrá enten- 
derse que queda autorizada por el mismo suspensión alguna del articulo 7 entre 
otros. 
En resumen, puede afirmarse que la prohibición de la tortura emerge en el 
Derecho Internacional General en una primera etapa, dentro del conjunt0 de 10s 
derechos humanos que son objeto de reconocimiento y de protección interna- 
cional de una manera indiferenciada, no individualizada, de modo implícit0 en 
la Carta de las Naciones Unidas y de un modo explicito en la Declaración Uni- 
versal y en el Pacto de 10s Derechos Civiles y Politicos; por 10 que puede con- 
cluirse, lógicamente, que participa, por una parte, de la vis moral que 
indiscutiblemente se le reconoce a la Carta, y de otras, de la vis juridica que to- 
do Tratado internacional, como manifestación de consenso entre Estados, otorga 
a las normas en é1 contenidas. 
Ahora bien, deducir de esto que la prohibición de la tortura quedaba ya arti- 
culada juridicamente es a todas luces excesivo, porque el10 necesariamente nos 
llevaria a concluir que todo derecho humano, por el mero hecho de su fijación 
en el texto de la Declaración Universal también quedaba igualmente articulado 
en el Derecho Internacional; 10 cual, a nadie se le escapa, no es asi. Deberá, en 
la rnateria concreta que nos ocupa, transcurrir un largo proceso para que poda- 
mos decir que existe una autentica articulación juridica en el ámbito internacis- 
nal. Lo que no es Óbice para que reconozcamos que la prohibición de la tortura 
participa ya desde esta primera etapa del valor politico que se le reconoce a la 
Declaración Universal y que, en palabras de González Campos, es un ((valor esen- 
cia1 en la Comunidad Internacional a partir del propio Preámbulo de la Carta,17 
valor que le viene dado por la intima vinculación que entre derechos humanos 
y el problema de la paz y seguridad internacionales se establece, y que tiene su 
más concreta expresión en el articulo 55 de la Carta al decirse que: ((Con el pro- 
pósito de crear las condiciones de estabilidad y bienestar necesarias para las re- 
laciones pacificas y amistosas entre las naciones ... la Organización promoverá: 
c) el respeto universal a 10s derechos humanos...)). 
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2. Los Convenios d e  Ginebra d e  12 d e  Agosto d e  1949: ((La reconducción 
d e  la tortura a u n  ámbito restringidon. 
La proximidad de las fechas en que surgen la Declaración Universal de Dere- 
chos Humanos y 10s Convenios de Ginebra, podria llevar a pensar que las razo- 
nes, ya expuestas, que llevaron a la primera fueron las mismas que desembocaron 
en las segundas, 10 cua1 no es cierto como vamos a ver seguidamente, aunque 
si puede hablarse de un ((mismo clima favorables. 
La protección especifica de las personas en relación con la guerra es bastante 
anterior a la aparición en la esfera internacional de 10s derechos humanos como 
tales; de hecho se considera como primer Tratado de carácter general en la mate- 
ria a la Convención de Ginebra de 22 de Agosto de 1864,18 cuyo objeto era la me- 
jora de las condiciones de 10s militares heridos en el campo de batalla, Convención 
más que modificada ampliada en dos ocasiones, en 1906 y en 1929.19 
Tal vez la confusión al comienzo señalada provenga del hecho de que 10 que 
hoy es casi unánimemente denominado como Derecho Humanitario Bélico o ius 
in bellumZ0 se haya construido en torno a las personas y sus más elementales de- 
rechos, para fijarlo como una parte diferenciada del antiguo Derecho de la Gue- 
rra y distinta del Derecho de la Guerra propiamente dicho o ius ad bellum, cuyo 
objeto es la regulación de las conductas y medios utilizados por 10s beligerantes. 
Y además de que dicho Derecho Humanitario Bélico haya quedado configurado 
en su parte rnedular por 10s Convenios de Ginebra de 1949. 
Pero no ha de olvidarse que la protección contemplada por el Derecho Hu- 
manitari~ Bélico es, en comparación con 10s Derechos Humanos, doblemente es- 
pecifica: 
A) Rationae persona: puesto que la protección solo va dirigida en favor de las 
consideradas ccvictimas de 10s conflictos armados)) en su doble vertiente: comba- 
tientes y no combatientes o población civil. 
B) Rationae temporis: ya que su aplicación solo tiene lugar en la circunstancia 
especial, que no excepcional que es una guerra. 
Por 10 tanto, si bien es cierto que, como señala Jean PictetZ1 10s movimien- 
tos que en el campo de las ideas desembocaron en el Derecho Humanitario Béli- 
co y en el Derecho Internacional de 10s Derechos Humanos tienen el mismo origen 
histórico y filosófico, no 10 es menos que, como mantiene Gros Espiell, aquél 
tiene una zona en común con éste, (caunque uno y otro sector han tenido un de- 
sarrollo histórico distinto y poseen hoy un campo de aplicación, personal y ma- 
terial, que no coincide plenamente, 10 que determina la necesidad de mecanismos 
de aplicación y control diferentes, para dos situaciones distint as^.^^ 
Hecha esta fundamental precisión, conviene igualmente reseñar que la dis- 
tinción anteriormente indicada entre Derecho Humanitario Bélico o ius in bellum 
y Derecho de la Guerra o ius ad bellum, articulada normalmente como ((Derecho 
de Ginebra)) -comprensiva de 10s Convenios de Ginebra de 1949- y como ((De- 
recho de La Hayan -comprensiva fundamentalmente de 10s 14 Convenios apro- 
bados en las l ?  y 2? Conferencia de Paz de La Haya de 1899 y 1907- no es, 
no puede ser absoluta, ya que ambos se basan en 10s mismos principios y bus- 
can un fin común último, la protección de la persona y de sus más inherentes 
y fundamentales de rec ho^;^^ 10 cua1 tiene su confirmación en 10s Protocolos de 
1977, adicionales a 10s Convenios de Ginebra, ya que estos ccrevisan de hecho 
profundamente las Convenciones de Ginebra y a través de éstas, el Derecho de 
La H a ~ a n . ~ ~ .  
Entrando ya propiamente en el desarrollo del presente epigrafe, y antes de 
establecer 10s contornos con que se encuentra regulada la tortura en el Derecho 
Humanitario Bélico, es preciso .determinar previamente el momento y el carác- 
ter con que dicha figura entra en dicho conjunt0 normativo. 
Asi, podemos determinar que la aparición de la regulación de la tortura se 
realiza en un primer momento de manera indirecta, no expresa, ya que las pri- 
meras referencias 10 son a 10s ccmaltratos)) y se encuentran en 10s llamados cri- 
menes de guerra.25 V 
Por otra parte ha de tenerse en cuenta que el camino seguido por la tortura 
en este ámbito especifico de regulación internacional es doble: el que ha desem- 
bocado en su inclusión expresa en 10s Convenios de Ginebra; y el propio de 10s 
crimenes de guerra y contra la humanidad; alin abierto y que comenzó con la 
Resolución 177 (11) de 21 de Noviembre de 1947 de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, en la que se pedia a la recién creada Comisión de Derecho 
Internacional que, recogiendo 10s principios de Derecho Internacional reconoci- 
dos en la Carta de Nuremberg, elaborara un proyecto de Código de Delitos con- 
tra la paz y la seguridad de la h ~ m a n i d a d . ~ ~ .  
La regulación que de la tortura se hace en el Derecho de Ginebra se caracte- 
riza por 10 siguiente: 
A) La tortura y 10s tratos inhumanos son considerados como infracción gra- 
ve, tanto en 10s 4 Convenios ginebrinos, articulos 50, 51, 130 y 147, como en 
el Protocolo I adicional a 10s mismos, de 11 de Diciembre de 1977, concretamen- 
te en su articulo 85. 2. 
B) En ninguno de 10s Convenios ni 10s Protocolos se define qué debe enten- 
derse por tortura o por tratos inhumanos, concretándose únicamente que ((No 
se ejercerá presión moral o física sobre un prisionero de guerra para inducirlo 
a confesarse culpable del hecho de que se le acusen (articulo 99, prrf. 2P del I11 
Convenio). 
C) Existe una prohibición expresa de someter a tortura a 10s heridos y enfer- 
mos de las fuerzas armadas en campaña (articulo 12 de Convenio I), a 10s heri- 
dos, enfermos y náufragos de las fuerzas armadas en el mar (articulo 12 del 
Convenio 11), a 10s prisioneros de guerra (articulo 17, prrf. 4." del Convenio 111) 
y a las personas civiles en tiempos de guerra (articulo 32 del Convenio IV). 
D) Existe igualmente una prohibición expresa y común a 10s cuatro Conve- 
nios (articulo 3 en todos ellos) respecto de las personas que no participen direc- 
tarnente en el conflicto, tanto civiles como militares, y en caso de que el conflicto 
no tenga carácter internacional, y ccen cualquier tiempo y lugarn. Lo cua1 ratifica 
el carácter absolut0 de dicha prohibición, de 10 que se deriva que la tortura que- 
da prohibida respecto de cualquier persona y en cualquier tip0 de conflicto ar- 
maldo, sea nacional o internacional; confirmado esto último también por el 
Protocolo I1 en su articulo 4? 
En resumen, el Derecho Humanitario Bélico recoge una prohibición de la 
tortura, caracterizada por su especial gravedad y su vigencia total, 10 cua1 y a 
espera de un Código de Delitos contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad, 
conecta perfectamente con el carácter de crimen de guerra que le fue atribuido 
a 10s ccmalos tratoss en 10s Principios de Nuremberg. Y 10 que puede ser más ilus- 
trativo, en el Proyecto de Código Penal Internacional elaborado por Cherif Bas- 
siouni, por encargo de la Asociación Internacional de Derecho Penal, y que fue 
presentado a las Naciones Unidas en 1979,27 la tortura no s610 viene recogida 
con carácter especifico, concretamente en el articulo VII, sino que también 10 
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es como uno de 10s crimenes de guerra fijados en el articulo I1 y como uno de 
10s crimenes contra la humanidad -articulo V-. 
El principal problema que plantea la regulación de la tortura en el Derecho 
Humanitari0 Bélico viene dado por su no conceptuación -recuerdese que tan 
s610 se alude a la tortura física o mental y no en todos 10s Convenios y Protocolos- 
que es además agravada por la imprecisión terminológica derivada de la utiliza- 
ción de cctortura)), cctratos inhumanosn y ccmalos tratoss; imprecisión que no ha 
sido objeto de posteriores aclaraciones al menos en el ámbito del Derecho regu- 
lador de 10s conflictos armados y de sus efectos, y que, como veremos posterior- 
mente, ha sido intentada sin demasiada fortuna en el ámbito de la regulación 
juridico-internacional extra-bélica y en el de su aplicación judicial. 
3. La Declaración contra la Tortura, de  1975: ccUn principio y u n  firi)). 
La Asamblea General de las Naciones Unidas, en base a la obligación que to- 
dos 10s Estados tienen en virtud del articulos 55 de la Carta, de ccpromover el res- 
peto universal y la observancia de 10s derechos humanos y las libertades 
fundamentales)) y a 10 establecido en 10s articulos 5 y 7 de la Declaración Univer- 
sal de Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politi- 
cos, respectivamente, aprobó en su 2.4339esión plenaria, el 9 de Diciembre de 
1975, la Resolución 3.452 (XXX) en la que se contiene la Declaración sobre la 
Protección de Todas las Personas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes. 
Con ella se engrosa la lista de las Declaraciones aprobadas por la AG en mate- 
ria de derechos humanosZ8 desde la Declaración Universal; por 10 que su valo- 
ración deberá realizarse desde el valor aue se le otorean a las Declaraciones 
" 
emanadas de la ONU, 10 que haremos tras ver cual fue su gestación y su contenido. 
A) El origen de esta Declaración se encuentra en la Resolución 3.059 (XXVIII), 
primera en la que la Asamblea General se hace eco de la preocupación demostra- 
da por diversos órganos que se ocupaban de 10s derechos humanos y que encuen- 
tran su más próxima concreción dentro de Naciones Unidas en la petición que 
acababa de formular la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Pro- 
tección de las Minorias, a la Comisión de Derechos Humanos Dara aue le autori- 
zara a inscribir en el o*den del dia de su próxima sesión una iuestión sobre 10s 
derechos fundamentales de las personas sometidas a cualquier forma de deten- 
ción o prisión. Preocupación que también habia sido recogida por el entonces Se- 
cretari~ General, U Thant, en la Introducción a su Informe Anual de 1969-197OZ9 
al decir en relación con la tortura y otras figuras afines: ccil s'impose que tous les 
Etats et tous les groupements dénoncent des pratiques aussi méprisables et fasr 
sent la preuve de la foi qu'ils déclarent avoir dans le respect de l'intégrité et la 
dignité de tous les etres humains)). 
Por otra parte, no puede obviarse el hecho de que en ese mismo año, se cele- 
brara el 25P aniversari0 de la Declaración Universal de Derechos del Hombre30 
y el de que fuera adoptada la Convención internacional sobre la eliminación y 
la represión del crimen de apartheid, por Resolución 3.068. 
Especial importancia tiene asimismo que la Resolución 3.218 (XXIX), deri- 
vada de la Resolución 3.059 (XXVIII), y aprobada por la Asamblea General en 
su 2.278? sesión plenaria de 6 de Noviembre de 1974, introdujera el tema con- 
creto de la tortura en el estudio genérico que de 10s derechos humanos en rela- 
citin con la administración de justicia se venia realizando fundamentalmente a 
partir de la Resolución 3.144 (XXVIII) de la Asamblea General, de 14 de Diciem- 
bre de 1973, sobre 10s derechos humanos en la administración de justicia, y so- 
bre el que se habian adoptado ya una serie de importantes Resoluciones en el 
marco del Consejo Económico y S~c ia l .~ '  
La Resolución 3.218 (XXIX) abre una triple via para el tratamiento de la tor- 
tura, en el ámbito de 10s derechos humanos del detenido: 
1 P  La que podríamos denominar aético-sanitariaa, que arranca de la invita- 
ción que la Asamblea General hace en esta Resolución a la Organización Mun- 
dial de la Salud para que, teniendo en cuenta las diversas declaraciones que sobre 
ética médica habia adoptado la Asociación Médica Mundial, y en colaboración 
con, entre otras organizaciones, la Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura, establezca un cuadro de 10s principios de éti- 
ca médica que sean pertinentes a la protección de las personas sometidas a cual- 
quier forma de detención o prisión, contra la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes. Labor que origina el documento de trabajo que bajo 
el titulo de ((Aspectos sanitarios de 10s maltratos evitables infligidos a presos y 
detenidosn present6 dicha Organización al V? Congreso de las Naciones Unidas 
sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, y que tras un com- 
plejo p r o c e ~ o ~ ~  se convertir5 en 10s ((Principios de Etica Médica pertinentes al 
Papel del Personal de la Salud, particularmente Médicos, en la Protección de Pre- 
sos y Detenidos contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes)), aprobados por la Asamblea General de Naciones Unidas el 18 
de Diciembre de 1982, entre 10s que caben destacarse el Principio 2: ((Constituye 
una violación patente de la ética médica, así como un delito con arreglo a 10s 
instrumentos internacionales aplicables, la participación activa o pasiva del per- 
sonal de salud, en particular 10s médicos, en actos que constituyan participación 
o complicidad en torturas u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, inci- 
tación a el10 o intento de cometerloss; y el Principio 6: ((No podr4 admitirse sus- 
pensión alguna de 10s principios precedentes por ningún concepto, ni siquiera 
en caso de emergencia pública)). 
2." La via de la aplicación de la ley: Ya que también en la Resolución 3.218 
(XXIX) se pide al V? Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del De- 
lito y Tratamiento del Delincuente que con carácter urgente se prepare un códi- 
go internacional de ética para la policia y arganismos conexos encargados de hacer 
cuinplir la ley. El V? Congreso, celebrado de conformidad con la Resolución 415 
(V) de 1 de Diciembre de 1950 de la Asamblea General, en Toronto, en Septiem- 
bre de 1975, consideró que 10s datos y tiempo eran insuficientes, reafirmando 
que debia obtenerse más información experta, por 10 que la Asamblea General 
en su Resolución 3.453 (XXX) de 9 de Diciembre de 1975, encargó la elabora- 
ción del código al Comité sobre Prevención del Delito y Lucha contra la Delin- 
cuencia. Código que bajo el titulo de aC6digo de Conducta para Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Leys, fue adoptado por la Asamblea General 
el I17 de Diciembre de 1979, y en cuyo articulo 5 se establecia que: ((Ningún fun- 
cionari~ encargado de hacer cumplir la ley podrá infringir, instigar o tolerar nin- 
gún acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni 
invocar la orden de un superior o circunstancias especiales, como estado de gue- 
rra o amenaza de guerra, amenaza a la seguridad nacional, inestabilidad política 
interna o cualquier otra emergencia pública como justificación de la tortura u 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantesn. 
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3? La via de la tipificación individualizada de la tortura: ya que es en base 
a la información pedida a 10s Estados Miembros por la Resolución 3.218 (XXIX] 
sobre ((las medidas legislativas, administrativas y judiciales, incluso recursos y 
sanciones, destinadas a proteger a las personas dentro-de sus jurisdicciones para 
que no sean sometidas a torturas)) sobre la que el Secretari0 General realizó un 
compendio a n a l i t i ~ o ~ ~  que remitido al repetido V? Congreso, originó el estudio 
y aprobación sin votación por éste, de 10 que transmitido a la Asamblea General 
se convirtió en la Declaración contra la Tortura. Raiz ésta, a su vez, de 10 que 
será el Convenio sobre la Tortura y que analizaremos en el siguiente capitulo. 
B) En cuanto al contenido de la Declaración sobre la Protección de Todas 
las Personas contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o De- 
gradantes, la tortura se define como cctodo acto por el cua1 un funcionari0 públi- 
co u otra persona a instigación suya, inflija intencionalmente a una persona penas 
o sufrimientos graves, ya sean fisicos o mentales, con el fin de obtener de ella 
o de un tercer0 información o una confesión, de castigarla por un acto que haya 
cometido o sospeche que ha cometido, o de intimidar a esa persona u otras)), cla- 
sificándola como una ccforma agravada y deliberada de trato o pena cruel, inhu- 
mano o degradanten, pero excluyendo a las penas que ccsean consecuencia 
únicamente de la privación legitima de la libertad, o sean inherentes o inciden- 
tales a éstan; legitimidad que se deberá apreciar ccen consonancia con las Reglas 
Minimas para el Tratamiento de 10s Reclusos)). 
Se establece una obligación general --ccNingún Estado permitirá o tolerar5 
la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes)) incluyéndo- 
se en la prohibición el ccestado de guerra)), la ccinestabilidad política interna o cual- 
quier otra emergencia pública))- una obligación especifica preventiva -((Todo 
Estado tomará medidas efectivas para impedir que se practiquen dentro de su 
jurisdicción torturas u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes-, 
para 10 que, concretamente, se preven medidas adecuadas en el adiestramiento 
de ala policia y otros funcionarios públicos responsables de las personas priva- 
das de libertad)), el examen periódico de (clos métodos de interrogatori0 y las dis- 
posiciones para la custodia y trato de las p.ersonas privadas de su libertad en su 
territorios, y la tipificación como delito de 10s actos de tortura en su legislación 
penal y una obligación especifica represiva, estableciendo una serie de derechos 
respecto de las victimas de torturas, como el examen imparcial del caso concre- 
to, la actuación de oficio de las autoridades ccunpetentes en esos supuestos, la 
fijación de la correspondiente responsabilidad criminal de 10s autores de 10s ac- 
tos de tortura mediante 10s oportunos procedimientos penales y subsiguientes 
penas, y el otorgamiento de las reparaciones e indemnizaciones a que hubiere 
lugar de acuerdo con la legislación nacional. 
Siendo especialmente importante, en cuanto que recae en la finalidad de la 
tortura, la privación de todo valor de prueba respecto de cualquier declaración 
que ccse demuestre ha sido hecha como resultado de tortura)), por 10 que una tal 
declaración no apodrá ser invocada como prueba contra la persona involucrada 
ni contra ninguna otra persona en ningún procedimiento)). 
C] En cuanto al valor que esta Declaración tiene, y como ya apuntábamos 
ad supra, al ser una Declaración participa del mismo valor que a este tip0 de re- 
soluciones emanadas de la Asamblea General se les otorga. Valor que no es in- 
discutido ni univoco, en cuanto a su carácter juri dic^^^ asi sirva de ejemlo que, 
un iusinternacionalista tan prestigioso como Carril10 Salcedo tras haber distin- 
guido en relación con las resoluciones de la Asamblea General, entre aquellas 
relativas a normas juridicas internacionales preexistentes, las que desarrollan prin- 
c ip io~ juridicos expresamente contenidos en la Carta y las que consagran nuevos 
principios juridicos de Derecho Internacional, en torno a su distinto valor juridi- 
co, haya variado su criteri0 por considerar que en todo caso esa era una distin- 
ción artificial y que por tanto no resolvia la c u e ~ t i ó n . ~ ~  
Lo que nadie niega hoy en dia respecto a las Declaraciones emanadas de la 
Asamblea General, entendiendo por tales aquellos cctextos en 10s que formula -la 
Asamblea- solemnemente normas generales de conducta para que sean obser- 
vadas por la Comunidad Internacional durante un periodo de tiempo indetermi- 
n a t l o ~ , ~ ~  es e1 especial valor politico y moral que las mismas tienen, y que deriva 
lógicamente de provenir de un Órgano en el que está representada la inmensa 
mayor parte de 10s miembros de dicha Comunidad Internacional en pie de 
igualdad. 
Y si bien es cierto que, como ya apuntara la Oficina de Asuntos Juridicos 
de la Secretaria General en el Memorandum que en 1962 remitió a la Comisión 
de Derechos Humanos, cctanto las declaraciones como las recomendaciones se 
adoptan por medio de una resolución de un Órgano de las Naciones Unidas. Por 
ello no pueden convertirse en obligatorias para 10s Estados miembros mediante 
el s i m ~ l e  recurso de darles el nombre de declaraciones en vez del de recomen- 
dación));37 no es menos cierto que el valor juridico de una Declaración, en tan- 
to que crea en el Órgano que la adopta una fuerte expectativa de que ser5 cumplida 
por 10s Miembros de la Comunidad Internacional, dependerá de su ccvida poste- 
rior)). ya que como dijera el Secretari0 General Hammarksjold, ccintroducen un 
elemento importante al expresar el sentir común de una mayoria sobre el pro- 
blema examinado)) por 10 que ccen la medida en que 10s Estados miembros de- 
muestren mayor respeto, en 10s hechos, por las recomendaciones de la Asamblea 
General, éstas pueden acercarse cada vez más a un punto en que sean reconoci- 
das como decisiones con efectos obligatorios para 10s interesados, particularmente 
cuando supongan la aplicación de 10s principios obligatorios de la Carta y del 
Derecho Interna~ional)) .~~ 
Por 10 tanto, y con carácter general aplicable a toda Declaración aprobada 
por la Asamblea General, puede afirmarse que en la medida en que la expectati- 
va creada por ella de que será cumplida por 10s Miembros de la Comunidad In- 
ternacional ccse vea justificada por la práctica de 10s Estados, una declaración puede 
llegar a ser reconocida como enunciando reglas obligatorias para 10s Estados en 
virtud de la c o ~ t u m b r e ) ) . ~ ~  Y si a el10 aplicamos el caso concreto de la Declara- 
ción que nos ocupa, las cc~ariables))~~ propuestas por Garzón para determinar el 
valor juridico de las Declaraciones y que son: (ca) La intención de enunciar prin- 
c ip io~ juridicos; b) Mayoria por la que haya sido aprobada; c)  El contenido; d)  
La práctica posterior de 10s Estadosn. Podemos afirmar en base esencialmente 
a que la Resolución 3.452 (XXX) fue aprobada sin votación, a que en ella se daba 
a la declaración un carácter de ccnorma de orientación para todos 10s Estados y 
demás entidades que ejercen un poder efectiva)), y a que fuera seguida de la ela- 
boiración y aprobación de una Convención, en la que como veremos se recoge 
pri~cticamente todo su contenido; que la Declaración contra la Tortura tiene va- 
lor juridico, puesto que en ella se recogia ya la opinio iuris de la Comunidad In- 
ternacional 10 que, unido a la generalizada práctica de 10s Estados prohibiendo 
la práctica de la tortura en sus más altos niveles legislativos, nos da el resultado 
de una autentica norma con~uetudinaria.~~.  
En resumen y como indicábamos en el encabezamiento del epigrafe, la De- 
claración sobre la Protección de Todas las Personas contra la Tortura y Otros 'Ikatos 
LA TORTURA Y EL D E R E C H O  INTERNACIONAL 49 
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, de 1975, supone al mismo tiempo 
un afinal)), en cuanto que con ella se produce un desarrollo concreto de la prohi- 
bición de la tortura que ya habia sido establecida en 10s grandes textos de Dere- 
chos Humanos que la precedieron, y por 10 que al constituir un autentico 
desarrollo del Derecho Internacional ccpuede ser tomada en consideración por 
el Tribunal Internacional de Justicia,, como se indicaba en el párrafo octavo del 
preámbulo de la Resolución 3.232 (XXIX), de 12 de Noviembre de 1974; y un 
ccprincipios, en cuanto que dicha Declaración va a marcar no solo el inicio de 
la elaboración de la Convención contra la Tortura, sino también, y 10 que es más 
decisivo, el contenido de ella. 
11. EL ESTABLECIMIENTO DE UNA NORMATIVA JURIDICO- 
INTERNACIONAL ESPECIFICA 
El 8 de Diciembre de 1977, la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
en su 983esión plenaria, adopta la Resolución 32/62, por la que ((Considerando 
que la aprobación de una convención internacional contra la tortura y otros tra- 
tos o penas crueles, inhumanos o degradantes constituiria un importante progre- 
son, decide pedir a la Comisión de Derechos Humanos que elabore un proyecto 
de convención cca la luz de 10s principios contenidos en la Declaración)) de 1975. 
Lo primer0 que llama la atención de esta Resolución es su inmediatez, ya 
que tan solo habia transcurrido un corto espacio de dos años desde la aproba- 
ción de la Declaración contra la tortura. Lo cua1 y especialmente para el que es- 
tá al corriente del modus operandi de la Asamblea General, es doblemente 
asombroso. ¿Cu61 fue, pues, la razón de esta inusual ccprisa))? Dos son 10s factores 
que podemos señalar como justificantes de la misma: Por una parte, que la Asam- 
blea General y especificarnente la Comisión de Derechos Humanos, no descono- 
cia el hecho de que éste era un terreno en el que la mera fijacón de una 
prohibición internacional ya no era suficiente, pues la mayoria de 10s Derechos 
nacionales ya la habian hecho propia desde hacia t i e m p ~ ~ ~  con anterioridad, 10 
cua1 no habia supuesto no ya su erradicación sino tan siquiera su ostensible dis- 
minución, como reiteradamente ponian de manifiesto 10s Informes que la Sub- 
comisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorias sometia 
a la Asamblea, la cua1 en el mismo periodo de sesiones en que decide encargar 
un proyecto de Convención, reconoce, concretamente en la Resolución 32/63, que 
ccen algunos paises las autoridades recurren sistemáticamente a la tortura y a otros 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes)), por 10 que estima necesario 
realizar mayores esfuerzos internacionales para asegurar una protección adecuada. 
Por otra parte, y como factor mucho más determinante de la referida ccinme- 
diatezn, está el hecho de que en el mismo mes en que la Resolución 32/62 es 
aprobada, ya existiera un Proyecto de Convenio para la prevención y represión 
de la tortura, elaborado por un Comité Internacional de Expertos en el Instituto 
Superior Internacional de Ciencias Criminales, y que fue presentado a la Comi- 
sión de Derechos Humanos un mes d e ~ p u é s , ~ ~  proyecto al que se unió otro si- 
milar presentado por Suécia. Ambos fueron enviados por la Comisión al Secretari0 
General44 para su remisión a 10s Estados miembros. 
Con todo el10 queda contestada la pregunta que al principio nos formulába- 
mos, y marcado el inicio del proceso de elaboración de la convención. 
Proceso que tiene su desarrollo efectivo con la aprobación por la Subcomi- 
sión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorias en su 31 
periodos de sesiones, de un proyecto de un conjunt0 de principios para la pro- 
tección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o pri- 
~ i ó n , ~ ~  que por la Resolución 1979134, de 10 de Mayo del Consejo Económico 
y Social fue enviado al Secretari0 General para su remisión a 10s Gobiernos. 
Pero el adetonante~ que impide que una vez más, como en otras muchas ma- 
terias ha sido práctica habitual, el proyecto entre en el particular ccsueño de 10s 
justos, normativo de Naciones Unidas, por demás muy concurrido, fue sin duda 
el Sexto Congreso de Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamien- 
to.de1 Delincuente, que tuvo lugar en Caracas del 25 de Agosto al 5 de Septiem- 
bre de 1980, y del que surgió la conocida Declaración de Caracas, pieza esencial 
en la cooperación penal internacional, y en la que se establecia ya la necesidad 
de que la prevención del delito y la justicia penal debian ser examinados y desa- 
rrollados en base a ctlas circunstancias sociales, culturales, políticas y económi- 
cas de cada país, dentro de un clima de libertad y respeto de 10s derechos 
hu~nanosf i .~~ En este VI? Congreso se aprobaron dos importantes resoluciones 
a 10s efectos que nos ocupan: la Resolución 6, ((Tortura y tratos inhumanos: me- 
didas para poner fin a la tortura y 10s malos tratosn, y la Resolución l l, ccPreven- 
ción de la Tortura y otros ?katos crueles, inhumanos o degradantes)), expresándose 
en esta última la opinión de que el proyecto de convención debia terminarse 10 
antes posible. 
De manera que la Asamblea General, haciéndose eco de dicha petición, soli- 
cita a la Comisión de Derechos Humanos, en su Resolución 371193, de 18 de Di- 
ciembre de 1982, que complete 10s trabajos con la máxima prioridad. Por 10 que 
la Comisión adopta el 9 de Marzo de 1983 la Resolución 1983148, en la que soli- 
cita la creación de un Grupo de Trabajo a tal efecto, 10 cua1 es autorizado por 
la IResoluciÓn 1983138 de 27 de Mayo por el ECOSOC, efectuando sus trabajos 
dicho Grupo de Trabajo, cuyo Rapporteur fue el holandes Jan Herman Burgers, 
entre el 24 de Enero y el 24 de Febrero de 1984, transmitiéndose por la Resolu- 
ción 1984121, de 6 de Marzo de 1984 de la Comisión de Derechos Humanos, a 
la Asamblea General el proyecto de C~nvenc ión ,~~  preparado por aquél, y que 
como Convención es aprobada y abierta a la firma, por la Resolución 39146, de 
10 de Diciembre de ese mismo año, de la Asamblea General. 
Comprobamos, con 10 hasta aquí expuesto, que la complejidad institucional 
de Naciones Unidas a la hora de elaborar normas, puede ser compensada y no 
agrabada, cuando se produce un ((ataquen desde diversos frentes pero coordina- 
dos y con una meta definida común. Analizemos seguidamente el contenido y 
las perspectivas que plantea esta Convención: 
1. El concepto de  la Tortura: ccUna confirmación)) 
La definición contenida en el articulo 1 de la Convención, si bien tiene una 
gran similitud respecto de la que constituye su antecedente inmediato, la conteni- 
da en la Declaración de 1975, presenta en relación con esta dos importantes aña- 
didos: I?  No solo se recoge la autoria del sujeto activo o su instigación, sino 
también, y esto es especialmente importante en la articulación que en la práctica 
pueda hacerse, su consentimiento o aquiescencia. 2P La arnpliación que de 10s 
objetivos perseguidos por el acto de tortura se hace en dicho articulo 1, al añadir 
cco :por cualquier razón basada en cualquier tip0 de discriminación)); con 10 que 
queda bastante más claro que en la Declaración, el sentido de catálogo no cerra- 
do de dichos objetivos. 
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Teniendo en cuenta estos dos añadidos, e1 concepto de tortura contemplado 
queda con 10s siguientes contornos definidores: 
a) El sujeto activo del delito queda necesariamente vinculado al ejercicio de 
poder público, bien directamente a través de un ((funcionaria pública)) o de ccotra 
persona en el ejercicio de funciones públic as^, bien indirectarnente, a través de 
un comportamiento activo, ((a instigación suyan, o por medio de un comportamiento 
pasivo, ((o con su consentimiento o aquiescencian. Con 10 que queda fuera del con- 
cepto utilizado la realización de actos de tortura por ((particularesn sin conexión 
con el poder público y el10 porque se entendi6 que 10s procedimientos y medios 
de 10s ordenamientos juridicos estatales se bastaban por si solos para reprimir 
ese tipo de tortura. Esta fue al menos la razón confesada por 10s autores del pro- 
yecto aunque, en mi opinión, resultó de mayor peso la razón inconfesada y siem- 
pre presente en el actual estado de la cooperación interestatal: la fuerte resistencia 
de 10s Estados a abrir sus fronteras juridicas a ordenamientos extraños en mate- 
rias de su tradicional ejercicio de soberania. Que la solución adoptada fuera la 
mis correcta me parece como poc0 dudoso, como 10 prueba el que 10s propios 
redactores del primer proyecto de convenio -Comité Internacional de Expertos- 
consideraran que el empleo privado de la tortura debia de ser igualmente tipifica- 
do y prohibido como delito grave. Cierto es que mayor importancia ético-social 
tiene la práctica de la tortura de'sde el poder público, pero el10 no deberia haber 
sido Óbice para la definición de aquella junto a esta. 
b) Los medios son ilimitados, bastando con que sirvan para provocar en la 
víctima ((dolores o sufrimientos)) que necesariamente deberán ser ((graves)), y que 
podrán ser tanto fisicos como mentales, y siempre que dichos medios no sean 
legalmente admisibles, en el sentido de que ((no se consideraran torturas 10s do- 
lores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legitimas, 
o que sean inherentes o incidentales a éstas~. La indefinición de esto último, al 
dejar la consideración de legitimidad a 10s propios Estdos en su Órbita, deja abierta 
una importante puerta para que, como ya señalara Amnistia Internacional4* pue- 
dan tener una importante via de justificación; 10 que, añado yo, llevaria a una 
no querida distinción entre ((tortura prohibida, y ((tortura permitidan. Ahora bien, 
tal vez esa puerta pueda si no cerrarse si al menos estrecharse considerablemen- 
te, si se utiliza, la, por otra parte, lógica interpretación conjunta de esta defini- 
ción con las ((Reglas Minimas para el Tratamiento de 10s Reclusoss, de 1957. 
c)  El bien protegido es la integridad de la persona, pero entendiéndola como 
sinónimo de dignidad del individuo, en el sentido global que ya apuntaba Gon- 
zález Campos, al sistematizar 10s derechos reconocidos en la Declaración Uni- 
versal de Derechos Humanos en varios apartados, incluyendo concretamente el 
articulo 3 -tortura- en dos de ellos: el relativo a 10s derechos inherentes a la 
existencia misma de la persona y el de 10s derechos relativos a la protección y 
seguridad de la persona.49 
d) El sujeto pasivo, tal y como se recoge, parece referirse única y exclusiva- 
mente a la persona en singular, pero el10 no ha de entenderse como forzada ex- 
clusión de grupos de personas, porque de hacerse asi se llegaria a un insatisfactorio 
resultado, que chocaria frontalmente con la especial gravedad originaria de su 
prohibición. Consideración ésta que también entiendo válida para el sujeto activo. 
e) La utilización del termino ((intencionadamenten no deja lugar a dudas so- 
bre la caracterización necesariamente dolosa de este delito. 
f l  El amplio catálogo de fines perseguidos con la tortura -0btención de in- 
formación, de una confesión, castigo, intimidación o coacción, o cualquier otra 
razón siempre que ésta esté basada en cualquier tip0 de discriminación- permi- 
te calificarlo de delito de tip0 tele&1ógico o finalista, en cuanto queda definido 
por el fin o fines perseguidos. Lo que deja claramente fuera la modalidad del 
ensañamiento, entendido como desvinculado de otra finalidad que no sea el pro- 
pic1 placer en su sentido más morboso. 
Por último, debe apuntarse que a diferencia de la tortura, 10s otros actos pro- 
hibidos en esta Convención, bajo el genérico titulo de (cotros Tratos o Penas Crue- 
les, Inhumanos o Degradantes)), no son objeto de definición en la misma, 
estableciéndose únicamente en el articulo 16: cc ... otros actos que constituyan tra- 
tos o penas crueles, inhumanos o degradantes y que no lleguen a er tortura tal 
como se define en el articulo I?...)). Por 10 que, en consonancia con 10s debates 
en su elaboración, como con obras dedicadas especificarnente a este tema,jO de- 
be concluirse que la clave diferencial entre estos otros actos y la tortura se en- 
cuentra en la, ya de por si difícil, graduación de la gravedad de 10s sufrimientos 
causados, tesis esta utilizada ya por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
como veremos en el Capitulo siguiente, aunque sin unanimidad y con importan- 
tes planteamientos en contra. 
En resumen, el delito definido por la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Tortura, es una confirmación de 10 conceptuado en la Declaración de 
1975,51 y que por 10 tanto, y con las salvedades ya apuntadas, deja establecido 
un nuevo delito con unos contornos bastante precisos, aunque como en el mis- 
mo número 2 del articulo l ?  se dice, no cierra el camino a otras definiciones 
que puedan realizarse tanto a nivel internacional como a nivel nacional, y que 
como vamos a comprobar posteriormente ya ha sido rebasado en la Convención 
contra la Tortura de la OEA. 
2. Los medios y medidas previstas para la puesta e n  practica 
A efectos sistemáticos, las medidas previstas en la Convención para la articu- 
lación de la prohibición en ella prevista, pueden ser, desde el punto de vista siste- 
mático, divididas en dos grandes grupos en atención al carácter nacional o 
internacional de quienes corresponde ejecutarlas, aunque existe alguna como la 
prevista en el articulo 19, en que se puede dar junto a la actuación propiamente 
na~cional una intervención de tip0 internacional. 
A) Medidas propiamente nacionales. Entendiéndose por tales, aquellas que es- 
tán contempladas en la Convención como obligaciones directamente asumibles 
p0.r 10s Estados Partes, y que pueden ser agrupadas de la manera siguiente: 
a. De carácter preventivo: en cuanto que pretenden establecer no solamente 
un cuadro disuasorio, sino también un conjunt0 de mecanismos que posibilite la 
adopción de las medidas propiamente represivas del delito: 
a: Medidas generales de diversa indole: adopción de ccmedidas legislativas, 
administrativas, judiciales o de otra indole)) siempre que sean ((eficaces para im- 
pedir 10s actos de tortura en todo territori0 que esté bajo su jurisdicciónn (Articu- 
lo 2 , l ) .  
a': Medidas legislativas de tip0 penal: consistentes en la obligación de tipifi- 
car no s610 la tortura como delito, sino también su tentativa y la complicidad o 
participación, y de establecer penas adecuadas a su reiterada gravedad (Articulo 
4, 1 y 2). 
a": Medidas de tip0 jurisdiccional: de manera que, como lógico complemen- 
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to a las medidas de tip0 legislativo penal, éstas pueden ser aplicadas. Fijándose 
el carácter ineludible de tales medidas cuando no se admita la extradición; con 
10 que una vez más, se manifiesta el principio básico en el Derecho Penal Interna- 
cional emergente, aut dedere aut iudicare (Articulo 5). 
a"': Medidas de tip0 educativo: que persiguen la correcta formación, median- 
te una información adecuada sobre la prohibición de la tortura, de todas aquellas 
personas encargadas de ccla aplicación de la ley, sea ésta civil o militar, del perso- 
nal medico, de 10s funcionarios públicos y otras personas que puedan participar 
en la custodia, el interrogatori0 o el tratamiento de cualquier persona sometida 
a cualquier forma de arresto, detención o prisión)) (Articulo 10). 
a"": Medidas de examen permanente: concretándose dicha obligación de man- 
tener un sistemático examen tanto de todo 10 concerniente a 10s interrogatorios 
-normas, instrucciones, métodos y prácticas- como de 10 relativo a la detención 
o prisión. (Articulo 11). 
b. De carácter represivo. 
b: Investigación: que con carácter inmediato deberá hacerse siempre que se 
sospeche la realización de torturas (Articulo 6, 2). Recalcándose el carácter rápi- 
do e imparcial de la misma, de manera concreta (Articulo 12). 
b': Detención: procedente una vez que se haya examinado la información de 
que se disponga, y cuando el Estado considere ccque las circunstancias 10 justifi- 
can)) -con 10 que nuevamente aparece otra posible via de escape- pudiéndose 
sustituir la detención por ccotras medidas)) que aseguren la presencia del presunto 
autor. (Articulo 6, 1). 
b": Enjuiciamiento o extradición: especificándose en cuanto al enjuiciamien- 
to que deberá hacerse ccen las mismas condiciones que las aplicables a cualquier 
delito de carácter grave, de acuerdo con la legislación de tal Estado)), y con un 
nivel especialmente estricto en cuanto a las pruebas necesarias para el enjuicia- 
miento o inculpación. En cuanto a la extradición, se articula a tres niveles la obli- 
gación: como presunción genérica -estos delitos ((se considerarán incluidos entre 
10s delitos que dan lugar a extradición en todo tratado de extradición entre Esta- 
dos Partes))-; como obligación concreta de hacer -alos Estados Partes se com- 
prometen a incluir dichos delitos como caso de extradición en todo tratado de 
extradición que celebren entre si en el futura))--; y, en todo caso, la consideración 
de la Convención como base jurídica necesaria para proceder a la extradición, 
tanto si el estado subordina la extradición a la existencia de un tratado como si 
no (Articulos 7 y 8, respectivamente). 
b"'! Medidas de auxilio judicial: concebida como una obligación genérica y 
comprensiva de las pruebas necesarias, pero dejando su forma de cumplimiento 
a 10 establecido en 10s tratados de auxilio judicial mutuo que existan entre 10s 
Estados Partes (Articulo 9). 
c. Respecto del sujeto activo: pueden distinguirse a su vez entre: 
c:  Delimitadoras de la responsabilidad criminal: en cuanto que se niega el 
carácter de causa de justificación tanto a las circunstancias excepcionales -guerra, 
inestabilidad política interna o cualquier emergencia pública- como a la obe- 
diencia a Órdenes superiores (Articulos 2, 2 y 3). 
c': Garantizadoras del presunto autor: concretadas en eb derecho a comuni- 
carse inmediatamente con su Estado, a través del representante más próximo (Ar- 
ticulo 6, 3) y en el derecho a un trato justo durante todo el procedimiento judicial 
(Articulo 7, 3).  
d. Respecto de la victima o presunta victima: 
d:  Con carácter preventivo: la no expulsión, devolución o extradición de quien 
se iengan arazones fundadas, puede ser sometido a tortura, para 10 cua1 se esta- 
blece un deber de examen por parte del Estado que podria expulsar, devolver 
o extraditar, en relación con el Estado de destino (Articulo 3, 1 y 2). 
d': Derecho de queja: reconocido en favor de cualquier persona que ccalegue 
haber sido sometida a torturar y con la correlativa obligación por parte del Esta- 
do de examinarla pronta e imparcialmente (Articulo 13). 
d": Derecho a protección: tanto para el que hubiere presentado una queja 
corno para 10s testigos de 10s hechos en aquella alegados (Articulo 13). 
d"': Derecho a la reparación e indemnización: establecida con carácter espe- 
cifico para las victimas de este delito, pero sin perjuicio de cualquier otra a la 
que, conforme a la legislación nacional, tuviere lugar (Articulo 14). 
d"": Derecho a la rehabilitación (Articulo 15). 
d""': ((Derecho esencial)): llamo derecho esencial a la negación del carácter 
de prueba de toda declaración obtenida por medio de tortura, puesto que con 
ello y teniendo en cuenta las finalidades perseguidas por el delito de tortura, que 
10 definen, se destruye el motivo, origen de la misma. Con 10 que queda cumpli- 
do el objetivo de prevención general (Articulo 15), estableciéndose como única 
excepción, el que dicha declaración vaya a ser utilizada contra el autor de la 
tortura. 
Por último, he de hacer referencia a las medidas establecidas en relación con 
10s ccotros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantesn previstos igualmen- 
te en la Convención. Respecto de 10s cuales se produce una remisión concreta 
10, ya expuesto y contenido en 10s articulos 10, 11, 12 y 13, junto con la obliga- 
ción genérica de su prohibición por 10s Estados en relación con 10s territorios 
sonnetidos a su jurisdicción (Articulo 16). 
B) Medios internacionales. Debiéndose entender por tales 10s contenidos en 
la E'arte I1 de la Convención, y que tiene como común denominador la interven- 
ción del Comité contra la Tortura, diseñado en 10s artículos 17 y 18, y que com- 
puesto por diez expertos, ccelegidos por 10s Estados Partes, teniendo en cuenta 
una distribución geográfica equitativa y la utilidad de la participación de algu- 
nas personas que tengan experiencia jurídica,, va a ser el encargado de articular 
10s distintos mecanismos previstos y que a continuación vamos a desarrollar si- 
guiendo un orden de menor a mayor compromiso por 10s Estados Partes. Es este 
Comité y su practica el que dar5 en su dia la medida exacta de la internacionali- 
zación de la prohibición de la tortura y de su efectividad. 
a) Obligación genérica de informar: todos 10s Estados Partes por el mero he- 
cho de ser10 y sin que sea precisa ninguna declaración expresa de aceptación, 
deberán someter al Comité un primer Informe sobre alas medidas que hayan adop- 
tadto para dar efectividad a 10s compromisos que ha contraido en virtud de la 
presente Convenciónn, y posteriormente, cada cuatro años un Informe suplemen- 
tario ccsobre cualquier nueva disposición que se haya adoptados. Estableciéndose 
igwalmente la obligación de presentar cuantos otros Informes le ccsolicite el Co- 
mités. En base a esos Informes el Comité, que necesariamente habrá de exami- 
narlos, podrá formular observaciones y comentarios que transmitirá al Estado 
autor del Informe (Articulo 19). 
b. Investigación por mera notitia criminis: esta investigación, a la que todo 
Est,ado Parte está sujeto salvo que expresamente y en virtud del articulo 28 haya 
notificado 10 contrario, procederá cuando, en primer lugar, el Comité reciba in- 
forinación sfiable, indiciaria de ccque se practica sistemáticamente la tortura en 
el territori0 de un Estado Parten -con 10 que queda fuera de este mecanisrno 
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la tortura individualizada-, y, en segundo lugar, una vez que haya examinado 
la información obtenida, asi como las observaciones que en su caso haya queri- 
do hacer el Estado implicado. Hecho 10 cua1 y si 10 encuentra justificado podrá 
encargar dicha información a uno o varios de sus miembros, 10s cuales elabora- 
rán unas conclusiones al respecto, que serán estudiadas por el Comité y transmi- 
tidas al Estado implicado con las sugerencias que estime oportunas. 
Las caracteristicas de este procedimiento son, por un lado, la obligatoriedad 
por parte del Comité de invitar a cooperar al Estado, y por parte de éste la volun- 
tariedad de seguir o no dicha invitación; y por otro, el carácter confidencial de 
su tramitación, confidencialidad que s610 podrá ser rota cuando una vez conclui- 
das las actuaciones y cctras celebrar consultas con el Estado Parte interesado~, 
el Comité decida ccincluir un resumen de 10s resultados de la investigación en 
el informe anual que presente (a 10s Estados Partes y a la Asamblea General) con- 
forme al articulo 24)) (Articulo 20). 
c. Procedimiento mediando denuncia de un Estado Parte: en realidad se tra- 
ta de un conjunt0 de procedimientos y a 10s que solo podrá accederse mediante 
la adhesión previa a la cláusula facultativa prevista tanto del Estado Parte de- 
nunciante como del Estado Parte denunciado. Hecha la cual, y en el momento 
que el Comité reciba una denuncia por el no cumplimiento de las obligaciones 
impuestas por la Convención, éste deberá abilateralizars el problema, en el senti- 
do de que deberá comunicar al Estado denunciado el asunto, para que éste y el 
denunciante en el plazo máximo de seis meses lleguen a una solución. Tan solo 
si el asunto ccno se resuelve a satisfacción de 10s dos Estados Partes interesadosn 
en dicho plazo, el Comité podrá conocer del asunto siempre y cuando cualquiera 
de dichos Estados se 10 someta; no estando prevista por 10 tanto la intervención 
de oficio del Comité. 
En todo caso, el Comité, antes de proceder al examen del asunto a 61 someti- 
do, deberá cerciorarse de que se ha cumplido la regla del agotamiento previo de 
10s recursos internos. Cumplidos todos estos extremos, el Comité intervendrá, 
con carácter de buenos oficios, pudiendo incluso designar una Comisión espe- 
cial de Conciliación. ?kanscurridos como máximo doce meses a contar desde que 
cualquiera de 10s Estados interesados le sometiera el asunto, el Comité deberá 
presentar un informe, en cuya elaboración podrá pedir a las partes cualquier in- 
formación pertinente debiendo permitir el ejercicio reconocido en favor de 10s 
Estados Parte interesados a estar representados cuando se examine la cuestión 
en el seno del Comité. En dicho informe, si se ha llegado a una solución, se hará 
((una breve exposición de 10s hechos y de la solución alcanzadas y en caso con- 
trario se añadirá a la breve exposición de 10s hechos cclas exposiciones escritas 
y las actas de las exposiciones verbales que hayan hecho 10s Estados Partes inte- 
resados)), debiendo enviarse siempre a 10s mismos (Articulo 21). 
Como fácilmente se puede apreciar, este segundo procedimiento supone un 
mayor grado de intervención por parte del Comité, intervención, por otra parte, 
presidida por el consentimiento de 10s Estados; consentimiento que una vez más 
es puesto de manifiesto al permitirles a estos la posibilidad de retirar en cual- 
quier momento la declaración que en su caso permitia la iniciación de este pro- 
cedimiento. 
d. Procedimiento mediando denuncia de una persona: al igual que en el pro- 
cedimiento anterior, éste est5 sujeto a la adhesión previa de una cláusula facul- 
tativa que también podrá ser retirada en cualquier momento. No se admitirán 
por el Comité las denuncias anónimas, las que constituyan abuso del derecho 
de presentar dichas comunicaciones, y las que sean incompatibles con las dispo- 
siciones de la presente Convención. Igualmente el Comité rechazará aquellas que 
estén o hayan sido examinadas según otro procedimiento de investigación o so- 
lución internacional, y aquellas formuladas por personas que no hayan agotado 
previamente todos 10s recursos de la jurisdicción interna. 
De la misma manera que se establecia en el precedente procedimiento, tam- 
bikn aquí se fija que las sesiones del Comité se celebrarán a puerta cerrada. 
El procedimiento es bastante más simple que el anterior, ya que una vez ini- 
ciado se limita, primero, a comunicar al Estado Parte interesado las comunica- 
ciones presentadas para que éste, en el plazo máximo de seis meses, proporcione 
ccexplicaciones o aclaraciones por escrit0 que aclaren el asunto y expongan, en 
su caso, la medida correctiva que ese Estado haya adoptado)), y, segundo, a co- 
municar su parecer a dicho Estado una vez estudiada la información completa 
obtenida (Articulo 22). 
Como ya se habrá comprobado, 10s dos últimos procedimientos descritos son 
muLy similares a 10s previstos en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, respecto a la Comisión de Derechos Humanos. 
3.   con si de raciones prospectivas respecto de la aplicabilidad 
de la Convencion 
Establecer consideraciones sobre el futuro de una norma internacional siem- 
pre es difícil y arriesgado, pero mucho más 10 es si la norma versa sobre derechos 
humanos por las razones que al comenzar este trabajo ya reflejábamos, por 10 que 
en aras de una mínima racionalidad de las mismas y teniendo en cuenta que la 
Convención contra la Tortura entró en vigor de forma general el 26 de Junio de 
1987,52 por haber depositado Dinamarca el que era vigésimo instrumento de ra- 
tificación y/o adhesión, es preciso tomar como base de dichas consideraciones pros- 
pectiva~ 10s datos que hasta el momento vienen a definir la corta vida de este 
instrumento internacional. 
Con arreglo a 10s datos disponibles al 30 de Abril de 1988,53 el número de 
Estados Contratantes era de 59 y el de Estados Partes 26 -21 ratificaciones y 5 
adhesiones-, de 10s cuales 4 forman parte del Grupo Africano, 2 del Asiático, 6 
de Europa Oriental (incluidas las Repúblicas Socialistas Soviéticas de Bielorrusia 
y de Ucrania), 5 de América Latina y 9 de Europa Occidental. El ritmo de ratifica- 
ciones y adhesiones, teniendo en cuenta instrumentos internacionale similares 
y precedentes puede considerarse como rápido. 
Ahora bien, más importante que el número global de Estados ya Partes en 
la Convención, es determinar el grado de vinculación de estos Estados a la mis- 
ma, en base a la flexibilidad planteada por 10s diversos procedimientos estableci- 
dos. Asi, vemos que el número de 10s que han aceptado 10s tres niveles de 
intervención del Comité -es decir, 10s artículos 20, 21 y 22- es de tan solo 9, 
y lo que es más ilustrativo, de ellos 8 son Estados de Europa Occidental (Suecia, 
Francia, Noruega, Suiza, Dinamarca, Luxemburgo, Austria y España), y 1 de Amé- 
rica Latina (Argentina). Como contrapunto, 6 Estados Partes niegan competencia 
al Comité en 10s procedimientos previstos en 10s artículos 20, 21 y 22 (Afganis- 
tán, Bielorrusia, Bulgaria, Hungría, República Democrática de Alemania y Ucra- 
nia) y ya algunos Estados Contratantes han adelantado compartir dicha postura 
(vg. Checoslovaquia y Polonia). A 10 que ha de añadirse que dichos 6 Estados Par- 
tes coinciden también en no reconocer ni el arbitraje obligatori0 ni el sometimiento 
a la jurisdicción de la Corte Internacional de Justicia, previstos en el articulo 30 
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para las controversias que surjan respecto de la aplicación o interpretación de la 
Convención, a no ser que medie el consentimiento de todas las partes implicadas 
en la controversia. Lo cua1 tampoc0 resulta nada extraordinari0 si tenemos en cuen- 
ta que ninguno de ellos ha suscrito la cláusula facultativa de jurisdicción obliga- 
toria del Tribunal Internacional de Justicia, prevista en el articulo 36 de su Estatuto. 
En cuanto a 10 que podriamos denominar nivel medio de compromiso -es 
decir, aceptación de la competencia del comité establecida en el articulo 20, y 
no aceptación de la establecida en 10s artículos 21 y 22-, son 9 10s Estados Par- 
tes que se encuentran en 61; todos ellos con niveles económicos y sociales bajos, 
o medios-bajos (Méjico, Belice, Uruguay, Panamá, Filipinas, Egipto, Senegal y Ca- 
merún) y tan s610 uno con alto nivel (Canadá -10 cua1 no deja de ser sor- 
prendente). 
Caso especial y sin que pueda comentar10 en el presente por falta de infor- 
mación, resulta el de la URSS, Estado Contratante a partir del 10 de Diciembre 
de 1985, y Estado Parte desde el 3 de Marzo de 1987; ya que, si bien al igual 
que el resto de 10s Estados Partes de su bloque no ha reconocido la competencia 
del articulo 20, ni 10 relativo a la jurisdicción del número 1 del articulo 30, si 
ha efectuado las Declaraciones por las que se reconoce las competencias al Co- 
mité previstas en 10s artículos 21 y 22. Lo cua1 no deja de ser contradictorio, pe- 
ro que, insisto, no puedo analizar por carecer de la información oportuna. 
Con todo 10 expuesto, considgtro que la Convención contra la Tortura de las 
Naciones Unidas, debe ser objeto de una doble valoración, para ubicarla en su 
sitio exacto dentro del Derecho Internacional General. 
Por una parte, resulta claro que con ella la aparición de un nuevo delito in- 
ternacional queda ya admitida, y aunque el10 pudiera ya deducirse de su inclu- 
sión en la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Politicos, y en la Declaración sobre la Tortura de 1975, 
10 cierto es que con su expresión concreta en una norma de Derecho Internacio- 
nal General su carácter juridico-penal queda suficientemente establecido. Por otra 
parte y en conexión con la diferenciación introducida en el articulo 19 del aún 
((Proyecto de articulo sobre la responsabilidad de 10s Estados)) preparado por la 
Comisión de Derecho Internacionals4 cabe plantearse la distinta configuración 
que puede adoptar la tortura en el Derecho Internacional: como delito, porque 
como tal se recoge en la Convención contra la Tortura, y como crímen interna- 
cional, en cuanto que puede ser incluida, cuando sea sistemáticamente utilizada, 
como cana violación grave de una obligación internacional esencial para la sal- 
vaguardia del ser humana)) (letra c, párrafo 3 del articulo 19 del Proyecto de arti- 
culos sobre la responsabilidad de 10s Estados). 
Pero la aceptación, el reconocimiento de una norma, no le da por el10 y sin 
más, eficacia, y esto, aunque parecen olvidarlo con demasiada frecuencia 10s ccag- 
nósticoss del Derecho Internacional, es tan aplicable a la norma jurídica interna 
como a la internacional. Por 10 que necesariamente ha de hacerse otra valora- 
ción referida a la eficacia de la norma, a su grado de cumplimiento. Y es en este 
punto donde ya ha de admitirse la diversidad de mundos entre el ámbito de un 
ordenamiento juridico interno y el del Ordenamiento Juridico Internacional; no 
caben aquí ya las comparaciones, las similitudes, puesto que ambos responden 
a estructuras totalmente distintas. 
Una vez más, ha de partirse de 10 innegable: la falta de institucionalización 
en el mundo internacional, 10 que, entre otras muchas y variadas consecuencias, 
lleva en el plano que nos ocupa, a la inexistencia de un poder coactivo suprana- 
cional y concretamente, a la carencia de una jurisdicción internacional penal, 
ccvieja y siempre perseguida utopia por todo aquel que se aproxima al Derecho 
Penal Internacional)). 
Con el10 las limitaciones en la aplicación de todo delito internacional que- 
dar1 ya establecidas, por 10 que determinar el grado de eficacia del delito de tor- 
tur,a queda fuera del ámbito en que ha sido creado; hemos de dirigirnos a la 
aplicación que de é1 hagan 10s distintos Estados, 10 cual, hoy por hoy, resulta de- 
masiado prematuro. Pero si puede hablarse de ciertas perspectivas en su aplica- 
ción en el ámbito general de la Comunidad Internacional, ya que es al que va 
dirigida la Convención de las Naciones Unidas: en primer lugar, la prevención 
v re~resión de la tortura reauiere de estructuras sociales con un cierto desarro- 
L I 
110, por 10 que cabe hablar de una relación directamente proporcional entre am- 
bas, a mayor desarrollo social mayores resultados en la aplicación de la prohibición 
de la tortura: ahora bien, como va señalara Karel V a ~ a k ~ ~  el10 ccno i m ~ i d e  aue 
hoy en dia la'inmensa mayoria d i  esos paises (subdesarrollados) acept& la &o- 
licilón de la tortura,. 
En segundo lugar, y al igual que con la totalidad de 10s derechos humanos 
internacionalmente reconocidos, su efectividad, en cuanto cumplimiento de 10s 
mismos, avanzará conforme el individuo vaya adquiriendo mayor status en un 
.Derecho que hasta fechas muy recientes le ha excluido sistemáticamente; pero 
para ello, es necesario que el individuo tome consciencia de ello, 10 que ya de 
por si ofrece la dificultad de su formación humana, que esa conciencia se gene- 
ralice, y por último, que esa generalización tenga cauces hacia 10s centros de po- 
der. Lo cua1 no suena excesivamente desconocido para el ser humano occidental, 
conno 10 prueba la creciente presión de la opinión pública europea en ciertos te- 
mals de derechos humanos, pero que, como es evidente, ni tan siquiera ccsuenan 
a aquellos, por otra parte ingente mayoria, a 10s que se les ha privado y se les 
priva reiterada, consciente e inconscientemente, no ya de 10s instrumentos más 
elelnentales de formación, sino también de su capacidad de ccsera. Alegato éste 
que!, amén de aliviar mi personal conciencia, sirve para mostrar que si bien el 
delito de tortura, como todo aquell0 que beneficia al individuo, es loable como 
tal, nos hallamos una vez más ante un delito cuya eficaz prevención y represión 
s610 es viable en la medida en que el individuo se aproxime al Estado. 
Por último, señalar que la efectividad de la Convención contra la Tortura, 
será importante conforme se avance en otros campos próximos, y notables si se 
acaba adoptando algún proyecto de Código Penal Internacional; y no porque el10 
sea ccpanacea)) alguna, sino porque ser5 indicativo de que se sigue avanzando en 
la rnisma dirección. 
III. LA PERSPECTIVA REGULADORA DESDE LA OPTICA DEL 
DERECHO INTERNACIONAL REGIONAL 
Para establecer un cuadro general de la normativa juridico-internacional que 
prohibe la tortura, era exigencia ineludible realizar una incursión en el ámbito 
del Derecho Internacional Regional, en el doble sentido apuntado por mi maes- 
tro González Campos: porque ccsupone la proyección de las necesidades propias 
de cada grupo regional en el proceso de desarrollo progresivo del Derecho inter- 
nacional)), y porque tiene (cel valor de ampliar instituciones de Derecho Interna- 
cional General o modificarlas y, en ocasiones, el ordenamiento jurídic0 particular 
adapta las normas de Derecho Internacional General a situaciones concret as^.^^ 
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Por otra parte, el Derecho Internacional Regional, analizado globalmente nos da 
el grado de aceptación de una institución ((lanzadan por el Derecho Internacional 
General, como en el presente caso. 
En conjunto, y ya refiriéndome concretamente a la tortura, se observa que 
si bien ha tenido acogida en 10s diversos Derechos Internacionales Regionales, 
ésta, como era de esperar en materia relacionada con 10s derechos humanos, 10 
ha sido desde fundamentalmente dos perspectivas claramente diferenciadas: la 
europea, mucho más progresista tomando como base la regulación juridico- 
internacional general, y la del Tercer Mundo. Aunque es ésta una materia donde 
necesariamente quiebra el carácter unitario de este termino, ya que si bien, ge- 
néricamente se engloba en el conjunto de paises en desarrollo, en la regulación 
de 10s derechos humanos, que no en su aplicabilidad y aplicación, existe una gran 
((distancia)) entre el llamado Derecho Internacional Americano, y el resto de 10s 
Derechos Regionales, y ello, principalmente, por la larga tradición que en esta 
materia existe en aquél (conviene recordar aquí, por ejemplo, el fundamental pa- 
pel que en el proceso de gestación de la Declaración Universal, tienen los paises 
latinoamericanos). 
Ahora bien, el carácter unitario de la expresión Tercer Mundo ha de mante- 
nerse si la referencia la dirigimos no ya a la normati~ización,~~ sino a la efica- 
cia de la misma, ya que aparecen las notas comunes a todos 10s en ella incluidos, 
y que oportunamente señalara Gros Espiell: la carencia, si no total si generaliza- 
da de las necesarias estructuras institucionales y, en todo caso, de su eficacia; 
10 que es origen ylo consecuencia de una permanente inestabilidad política. Y 
la ((enquistada)) situación de subdesarrollo cultural, económico y social, que en 
última instancia se traduce en un subdesarrollo de la persona en sus aspectos 
vital e integral.58 Notas comunes éstas que justificaron y justifican la alianza del 
Tercer Mundo con 10s Estados de la Europa Oriental, en la prioridad que el!os 
dan y que ya señalamos anteriormente, a 10s derechos económicos, sociales y 
culturales sobre 10s civiles y politicos, en el sentido de que estos interfieren, se 
dice, en 10s esfuerzos de esos Estados ((para resolver inmediatamente 10s proble- 
mas que plantean las prioridades impuestas por el necesario progreso económi- 
co y social)). 
En principio pueden, por 10 tanto, fijarse tres niveles en la positivación de 
la prohibición de la tortura en el Derecho Internacional Regional, que de menor 
a mayor intensidad, serian: el referente a Africa, que no a un Derecho Interna- 
cional Africano -expresión que no pasa, hoy en dia, de sus primerísimos pasos-; 
el establecido por el Derecho Internacional Americano, y el del Derecho Inter- 
nacional Europeo-Occidental. 
En cuanto al primero de ellos, poc0 podemos decir; primero, porque la coo- 
peración interafricana es algo muy reciente por razones obvias, entre las que des- 
tacan la reciente estatalización del continente y la peculiar forma en que ésta 
se ha producido y que marca su historia; segundo, porque si bien puede ya ha- 
blarse de un cierto desarrollo de la cooperación subregional, no ha ocurrido, en 
un sentido continental, 10 mismo; y, tercero, porque el Único texto auténticamen- 
te africano-continental, dedicado a 10s derechos humanos, la Carta Africana de 
Derechos Humanos y de 10s Pueblos, fue adoptada por la Asamblea de la Orga- 
nización de la Unidad Africana el dia 24 de Junio de 1981, en Nairobi, entrando 
en vigor cinco años después. 
No obstante esta reciente incorporación de Africa, como conjunto, a la posi- 
tivación de 10s derechos humanos que, por otra parte, es especialmente enrique- 
cedora por la aportación de planteamientos distintos y nuevos, y porque introduce 
la perspectiva conjunta de 10s derechos del hombre y de 10s derechos de 10s pue- 
b l o ~ , ~ ~  el hecho es de especial trascendencia por si mismo y por las expectati- 
vas surgidas, como 10 prueba, por una parte el hecho de que, desde que se 
encargara la elaboración de la Carta60 hasta su ad~pc ión ,~ '  tan solo transcurrie- 
ran dos años; y por otra, que la rápida incorporación de 10s Estados --sorprendente 
para la mayoxia de 10s Estados Occidentales- haya permitido su entrada en vi- 
gor el 21 de Octubre de 1986 (tres meses después de la recepción por el Secreta- 
ric1 General de 10s instrumentos de ratificación o adhesión de la mayoria simple 
de 10s Estados Miembros de la Organización de la Unidad Africana, según el ar- 
ticulo 63, n? 3 de la Carta). 
En 10 referente a la tortura, ésta se recoge como una de las formas que aten- 
tan contra la dignidad humana en el articulo 5:62 
ccTodo individuo tiene derecho al respeto a la dignidad propia del ser hu- 
mano y al reconocimiento de su personalidad jurídica. Todas las formas 
de explotación y degradación del hombre, especialmente la esclavitud, el 
trafico de esclavos, la tortura, el castigo y el trato crueles, inhumanos o 
degradantes están prohibides)). 
Igualmente resulta indicativo que la Carta haya sido ratificada por 35 Esta- 
dos; 10 que unido al hecho de que de 10s 31 Estados firmantes de la Convención 
de Naciones Unidas contra la Tortura, 13 sean africanos, (tan solo 4 Estados: Egip- 
to, Camerún, Senegal y Uganda, han ratificado esta Convención, de 10s 26 que 
ya 10 han hecho), pone de manifiesto que el tantas veces llamado cccontinente 
salvaje,, reconoce un papel primordial a 10s derechos de 10s pueblos que 10 for- 
man -derechos que conforman su identidad- y que hasta fechas muy recientes 
no se les han ccempezados a reconocer por aquellos que en 10s últimos siglos les 
han impuesto ccsus derechos humanosa. 
Otra valoración muy distinta deberá hacerse, en su momento, de la aplica- 
ci6n que de tales derechos se haga, porque las bases de dicha valoración necesa- 
riamente han de ser muy distintas, por las razones ya apuntadas cuando me referia 
a las notas comunes caracteristicas a 10s Estados integrantes del Tercer Mundo, 
en el sentido de que en ellos el desarrollo de ciertos derechos -fundamentalmente 
10s que vienen denominándose civiles y políticos- pasa por el previo, o al me- 
nos paralelo, desarrollo de 10s derechos económicos y sociales, y más teniendo 
en cuenta que éste depende no sólo de dichos pueblos, sino, y de manera deter- 
minante, de 10s Estados desarrollados. 
En conclusión, puede afirmarse que la prohibición de la tortura en la Carta 
africana es un logro importante, como importante es la propia Carta en sí mis- 
ma, pero que su (cdesarrollos en la práctica pasa por el ccDesarrollo)). ccoccidente 
no puede pedir más; debe dar mucho más,. 
1. La Convencion Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, 
de 1985 
En el ámbito latinoamericano, tal y como ya he apuntado anteriormente, se 
produce una curiosa y determinante coincidenci'a, en el mundo del Derecho y 
eqecialmente en el de la regulación y aplicación de 10s derechos humanos. Por 
una parte, el llamado Derecho Internacional Americano, como Derecho Regio- 
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nal, es una realidad en cuanto a que encontramos un conjunt0 de normas propio 
y de un volumen considerable, y que, si bien refleja las particularidades de su 
campo de creación y de aplicación, tiene su raices en el Derecho Occidental 
-herencia lógica de su pasado preestatal-; por otra parte, la situación socio- 
económico-cultural del área generada en el primer tercio del presente siglo, ca- 
racterizada por el auge del imperialismo norteamericano que habia venido a sus- 
tituir a la hegemonia comercial inglesa del siglo pasado, va a ser seguida de una 
liberalización de la hegemonia del apoderoso vecino del Norte~, por la aplicación 
de la ccpolitica del buen vecino)) del presidente Roosevelt, que unida a la impor- 
tante penetración de capital extranjero en la región, principalmente en la última 
parte del XIX, hacía prever un desarrollo progresivo, que, por el desastre europeo 
de las Dos Grandes convertia al subcontinente en el sustituto de Europa; pero 
la estructuración bipolar del mundo y la ((guerra fris)) provocan la masiva caida 
del área en manos de dictadores militares, apoyada decididamente por Estados 
Unidos en aras de un ccanticomunismo)) declarado, situación ésta que provoca una 
inversión de la expectativa de desarrollo, que va a situar a América del Sur en 
el esquema del subdesarrollo característic0 del Tercer Mundo. 
En resumen, puede concluirse que por ese devenir histórico, en Latinoaméri- 
ca se produce y se mantiene hasta el presente una clara contradicción: la existen- 
cia de un Derecho adesarrollado)) -a 10 occidental- y de un panorama 
socio-económico-cultural ccsubdesarrollados -a 10 tercermundista-. Situación ésta 
que no ha de olvidarse especialmente a la hora de analizar cualquier tema rela- 
cionado con 10s derechos humanos. 
Entrando ya concretamente en la figura de  la tortura, 10 acabado de exponer 
queda claramente corroborado, ya que la misma existencia de la Convención In- 
teramericana para Prevenir y Sancionar la Tortura de 1985 demuestra el grado 
de desarrollo normativo alcanzado en esta materia, pero las expectativas de su 
aplicación a corto plazo parecen escasas, opinión esta que, a mi modo de enten- 
der, puede tener una doble argumentación: 
De tipo histórico y que ofrece una doble perspectiva. Por una parte, la dilata- 
da y azarosa gestación de la Convención Americana sobre derechos humanos o 
Pacto de San primer texto normativo americano en el que se recoge la tor- 
tura, concretamente en su articulo 5,2: 
ccNadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes. Toda persona privada de libertad ser6 tratada con el respeto 
debido a la dignidad inherente al ser h ~ m a n o , ~ ~  
Y, por otra, la no menos difícil gestación de la misma convención sobre la 
De tip0 institucional: la aplicación de 10 contenido en la Convención sobre 
la Tortura se encomienda, como se ver6 más tarde, fundamentalmente a 10s Es- 
tados, siendo residual la intervención prevista de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, única via internacional prevista, limitándose a informar y 
analizar, según el articulo 17: 
ccLos Estados Partes se comprometen a informar a la Comisión Interameri- 
cana de Derechos humanos acerca de las medidas legislativas, judiciales, 
administrativas y de otro orden que hayan adoptado en aplicación de la 
presente Convención. De conformidad con sus atribuciones, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos procurar5 analizar, en su informe 
anual, la situación que prevalezca en 10s Estados Miembros de la Organi- 
zación de 10s Estados Americanos en 10 que respecta a la prevención y su- 
presión de la tortura)) 
Lo que unido a la ya de por si precaria aplicación de 10s derechos humanos 
en el áreab7 y a la peculiar estructura de dicha a p l i c a ~ i ó n , ~ ~  da una idea del ccsub- 
desarrollo)) en dicha aplicación concreta de 10 establecido en la Convención so- 
bre la Tortura. 
En cuanto al contenido de esta Convención, y en relación con 10 expuesto 
en el capitulo anterior sobre la Convención de las Naciones Unidas, podemos 
destacar 10s siguientes puntos: 
A. La definición que de la tortura se realiza en el articulo 2, siendo muy si- 
milar a la de aquella, contiene una importante diferencia, puesto que aqui no 
hay limitación en cuanto a 10s fines perseguidos mediante 10s actos de tortura 
-(<o con cualquier otro fim-, y una no menos importafite precisión, al decirse 
que: ((Se entenderá también como tortura la aplicación sobre una persona de mé- 
toldos tendientes a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capaci- 
da~d física o mental, aunque no causen dolor fisico o angustia psíquica,. Con 10 
que aqui, la determinación de un acto como tortura no descansa en la gravedad 
de 10s sufrimientos o dolores causados, sino en la utilización de determinados 
m~étodos, siempre que esta utilización obedezca a 10s fines apuntados. 
B. La negación del carácter de causas de justificación del delito de tortura, 
del estado de guerra, de sitio, de emergencia, de conflicto interior y de la inesta- 
bilidad política interna, también tiene acogida en la Convención Interamericana, 
pero ampliada a situaciones personales: ((Ni la peligrosidad del detenido o pena- 
do, ni la inseguridad del establecimiento carcelario o penitenciari0 pueden justi- 
ficar la tortura)) (Articulo 5, párrafo segundo). 
C. El carácter no limitativo del derecho de asilo de las disposiciones conteni- 
das en la Convención, es expresamente recogido en el articulo 15. 
D. Tal vez por haberse adoptado esta Convención un año después de la de 
Naciones Unidas, en ella se hace constar su carácter compatible con ésta, asi co- 
mo con la Convención Americana de Derechos Humanos, con el estatuto de la 
I Cc~misión Interamericana de Derechos humanos, y con cualesquiera otras con- venciones en materia de tortura. [Articulo 161. 
E. Queda abierta la posiblidad de formular'reservas por parte de 10s Estados 
que a ella se incorporen, siempre que no sean incompatibles con el objeto y pro- 
pósito de la misma (Articulo 21). Lo que, unido a la falta de un mecanisrno espe- 
cifico de interpretación y arreglo de las controversias que en la interpretación 
y aplicación puedan darse, podria generar un autentico vaciado de la misma. 
La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, tiene 
el valor de integrar, ampliándolo, el conjunt0 de normas que componen el Dere- 
cho Internacional Americano; pero fuera de éste valor no es más que la repeti- 
c i h ,  con las salvedades ya registradas, de algo ya existente en el Derecho 
Internacional General, y s610 en cuanto a nivel de obligaciones a asumir por 10s 
Estados, ya que el nivel propiamente internacional de la prevención y represión 
de la tortura no est6 contemplado. Repetición que en el Derecho Internacional 
empieza ya a preocupar, porque, como en más de una ocasión se ha dicho, ccya 
se han elaborado demasiadas normas y directrices internacionales sobre ciertas 
malterias, y si se siguen elaborando el10 podria dar lugar a que disminuyera su 
valor interna~iona1.n~~ A esto podria contraponerse que todo 10 que sea afianzar 
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una nueva figura normativa internacional, y más en 10 referente a 10s derechos 
del hombre, es positivo. Lo cua1 no comparto en el presente caso, por hallarse 
ya recogida la prohibición de la tortura en la Convención Americana sobre Dere- 
chos Humanos, de una manera expresa. 
En cuanto a las perspectivas de aplicación del contenido, baste recordar 10 
señalado al comienzo de este epigrafe aunque puede tenerse un punto de opti- 
mismo bastante realista conforme a la reciente evolución general de la región,70 
pero que en todo caso no puede desbordarse, como 10s propios hacedores de la 
misma parecieron entender, al exigirse tan solo el depósito de dos instrumentos 
de ratificación para su entrada en vigor (Articulo 22), 10 que, por otra parte, aún 
no se ha producido. 
I 
2. La Convención Europea para la Prevención de la Tortura y las Penas 
o Tratos Inhumanos o Degradantes. I 
Esta Convención, si bien en principio parece tener la misma razón de ser que 
la Interamericana, no es resultado de planteamientos genéricos -necesidad de 
contribuir a la afirmación del delito de tortura- sino de planteamientos pragmá- ~ 
ticos y de la (cimpaciencias. 
Planteamientos pragmáticos, puesto que como ya señalaba el Secretari0 Ge- 
neral del Comité Suizo contra la Tortura, al coatestarse la pregunta de si era ver- 
daderamente necesaria una Convención Europea sobre la materia existiendo ya 
la de Naciones Unidas: ((Son unique objet est d'instituer un Comité chargé de vi- 
siter n'importe que1 lieu de détention des Etats parties sans qu'il y ait nécessaire- 
ment eu de plaine de Opinión esta que no es una mas, puesto que 
proviene del máximo representante de quien elaboró el proyecto de 10 que seria 
después el texto de la Convención. 
Planteamientos de ccimpaciencian, porque la idea de elaborar una Convención 
Europea sobre la Tortura, surge, tras comprobar la lentitud con que 10s trabajos 
sobre el proyecto de tortura en la Comisión de Derechos Humanos de las Nacio- 
nes Unidas se desarrollaban, de la Comisión de Asuntos Juridicos de la Asamblea 
parlamentaria del Consejo de Europa, a instancias de su Rapporteur, M. Berrier. 
La idea no era sustituir en el ámbito europeo 10 que, por otra parte, se tenia segu- 
ro iba a aprobarse, sino poner en marcha un sistema de visitas generalizadas que, 
si bien se contenia en un proyecto de Protocolo facultativo a la Convención de 
Naciones Unidas, presentado por Costa Rica, su estudio se habia diferido para 
después de la adopción de la Convención de la ONU. 
Por 10 tanto, la idea de una tal Convención es ajena al for0 en el que más tarde 
se adoptaria, pero no ajena al ámbito europeo, puesto que la primigenia idea de 
un Comité con tales funciones es formulada por primera vez por Jacques Gautier 
en 1976, un año antes de que 61 mismo fundara el Comité Suizo contra la Tortura, 
ni tampoc0 desconocida por la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, 
como 10 prueba el hecho de que la misma aprobara la Recomendación 909 (1981) 
en la que se pedia al Comité de Ministros que acelerara la adopción y entrada 
en vigor del proyecto de Convención de Naciones Unidas, asi como del proyecto 
de Protocolo antes aludido. 
No obstante esta diligente ccpreocupación)) de la Asamblea Parlamentaria por 
el tema, la misma, como tantas veces, no es compartida por el Comité de Minis- 
tros, como se manifiesta si se tiene en cuenta la actitud escasamente receptiva 
de éste, desde el mismo momento en que la Asamblea, a través de su Comisión 
Jurídica, encargara en 1982 al citado Comité Suizo y a la Comisión Internacional 
de Juristas la elaboración de un proyecto; el cual, por otra parte, estaba a disposi- 
ción de la Asamblea un año más tarde, la que 10 transmitió al Comité de Minis- 
tros por la unánimemente adoptada Recomendación 971 (1983). 
El Comité Director para 10s derechos del Hombre elaboró un proyecto, en ba- 
se a 10s señalados, que fue transmitido por el Presidente de 10s Delegados de 10s 
Ministros, el 16 de Febrero de 198772 al tiempo que se solicitaba con urgencia la 
opinión de la Asamblea, opinión que aprobada en nombre de la Asamblea, en su 
38P sesión ordinaria, por la Comisión Permanente dio luz verde a la adopción de 
la Convención por el Comité de Ministros, que se produjo curiosamente el mis- 
mo dia de la entrada en vigor de la Convención de las Naciones Unidas, el 26 
de Junio de 1987. 
. Hasta el momento presente esta Convención europea, que fue firmada el 26 
de Noviembre de 1987 por todos 10s Estados Miembros del Consejo de Europa, 
menos por Irlanda y Turquia, ha sido ratificada tan s610 por Turquia, el 26 de 
Febrero de 1988, por Malta, el 7 de Marzo de 1988, y por Irlanda que 10 firmó 
y ratificó el 14 de ese mismo mes.73 
El análisis de su contenido pone de relieve las siguientes caracteristicas: 
A. Se trata de un Convenio cuyo objetivo es institucionalizar un régimen de 
visitas adonde haya personas privadas de la libertad por la autoridad pública* 
(art:iculo 2) a través de un Comité que se crea -Comité Europeo para la Preven- 
ción de la Tortura y de las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes- (articulo 
I ) ,  para en última instancia, se dice, reformar la protección contra la tortura y 
las penas o tratos inhumanos o degradantes. No es éste, pues, un Convenio co- 
mo 10s analizados anteriormente y cuya finalidad era, ante todo, la de establecer, 
delimitando, una prohibición, mediante la tipificación de la tortura, ya que en 
61 se parte de la previa considerqción y reconocimiento de dicha prohibición, he- 
cha en el Convenio para la Protección de 10s Derechos Humanos y de las Liber- 
tades Fundamentales, de 4 de Noviembre de 1950. 
B. En cuanto al concepto que de tortura se ((maneja, en el ámbito europeo, 
del Consejo de Europa, ha de buscarse en la Jurisprudencia del Tribunal Euro- 
peo de Derechos Humanos, puesto que en el articulo 3 del Convenio europeo 
de Derechos Humanos tan solo se contiene la prohibición de tal práctica: ((Nadie 
poclrá ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanosn. 
El papel que el Tribunal ha venido desarrollando en relación con ese articulo 
3 es especialmente importante en cuanto que ha sido el Único for0 internacional 
donde, con mayor o menor fortuna, s e  han venido realizando precisiones a un 
concepto deliberadamente indefinido, como hemos ido viendo. Tres han sido, esen- 
cialmente, 10s campos en que el Tribunal ha tenido. que determinar la violación 
o no del citado articulo: el de la actuación de las autoridades policiales y peniten- 
ciaria~, el de 10s castigos corporales-con fines correctivo-educativos, y el espe- 
cialmente difícil, por su complejidad, del terrorismo. Lo cua1 ha generado ya una 
jurisprudencia bastante ilustrativa. 
En la mayoria de 10s asuntos tratados por el T r i b ~ n a l ~ ~  se ha planteado la 
distinción entre tortura y tratos o penas inhumanas o degradantes, distinción en 
la que han surgido profundas divergencias entre la Comisión Europea de Dere- 
chos Humanos y el Tkibunal, y también en el seno de éste. A tal efecto resulta 
especialmente ilustrativo el Caso ((Irlanda contra el Reino U n i d ~ n , ~ ~  en el que 
se planteaba la violación del articulo 3 del Convenio por una serie de medidas 
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o facultades extrajudiciales utilizadas por el Reino Unido en Irlanda del Norte, 
para detener, encarcelar e internar. 
En el tema que nos ocupa, la cuestión vers6 sobre la distinción entre qué 
debía entenderse por tortura y qué constituian actos inhumanos o degradantes, 
y cuáles eran las consecuencias de una u otra calificación. La Comisión utilizó 
un criterio amplio, definiendo la tortura como ((forma agravada de tratos inhu- 
manosn y a estos como alos que producen voluntariamente sufrimientos menta- 
les o físicos graves*. El Tribunal, por el contrario, estableció un criterio respecto 
de la tortura mucho más restringido, poniendo el acento en una especialisima 
intensidad; ahora bien, en la Sentencia dictada el 18 de Enero de 1978, (13 votos 
a favor), hubo cuatro votos discrepantes al respecto: Matscher, Evrigenis, Fitz- 
maurice y Zeika. El primer0 mantuvo que ((la tortura no es, en absoluto, un gra- 
do más elevado de trato inhumanos, ya que cccuanto más estudiado y refinado 
sea el método menos agudos serán 10s doloresn. El segundo, que ((hoy en dia la 
tortura no presupone ya necesariamente la violencia)). El tercero, que no cabe 
una definición general de tortura, sino que habrá que ver caso por caso. Y el 
Sr. Zeika que ((para resolver si existió o no tortura o trato inhumano, me parece 
justificado aplicar, además del criterio objetivo, el subjet ivo~.~~.  
Con 10 que queda claro que la distinción entre tortura y tratos inhumanos 
aún no ha quedado suficientemente establecida, en cuanto a su aceptación gene- 
ralizada se refiere, y el10 en un ámbito concreto, como el europeo, 10 que viene 
a demostrar la enorme dificultad que una tal distinción comporta en un ámbito 
tan heterogéneo como el del Derecho Internacional General. No obstante, coin- 
cido plenamente con 10 apuntado en esta Sentencia por Fitzmaurice, en cuanto 
que la distinción entre tortura y otros tratos inhumanos es difícil, pero no tiene 
importancia siempre que 10s efectos de la calificación sean iguales. 
Otras tres precisiones, aunque no las únicas, conviene destacar de las reali- 
zadas por el Tribunal en cuanto al concepto: la no exclusión de la calificación 
de adegradanten de una medida, por el solo hecho de que haya venido siendo 
aplicada desde largo tiempo, e incluso con general aceptación (Caso Campbell 
y Cosans); la mera amenaza de tortura puede, según las circunstancias, consti- 
tuir, al menos, trato inhumano (Casos Campbell y Cosans); la distinción entre 
tortura y trato inhumano o degradante no es la única, pesto que cabe la distin- 
ción entre trato inhumano o degradante y trato incorrecto, siendo esta última 
más importante, en tanto en cuanto de la misma depende la aplicación o no de 
10 establecido en la Convención europea de derechos humanos (Caso 'Qrer). 
En conclusión, podemos apuntar que en la fijación del concepto se viene pro- 
duciendo una mantenida doble orientación, restrictiva por el Tribunal y amplia- 
dora por la Comisión; sirva de ejemplo a este respecto el planteamiento por ella 
mantenido sobre que la expulsión o la extradición de un extranjero hacia un país 
determinado, puede, en casos excepcionales, plantear la cuestión de si dicha ex- 
pulsión o extradición constituye o no un trato inhumano; habiendo admitido la 
Comisión, en virtud del articulo 3 la demanda de la viuda de un oficial marro- 
quí, que una vez extraditado por el Reino Unido a su país, Marruecos, por haber 
atentado contra el rey Hassan, hecho 10 cua1 se refugi6 en Gibraltar, fue ejecutado. 
C. En cuanto a 10s mecanismos previstos en la Convención contra la Tortura 
-regimen de visitas-, se fijan respetando las estructuras ya existentes, tanto fuera 
del ámbito europeo, en general, <(no afectar5 a las disposiciones de derecho in- 
terno o de 10s acuerdos internacionales que aseguran una mayor protección a 
las personas privadas de libertad)), y en concreto, para que no exista concurren- 
cia con las visitas que efectue el CICR y cualquier institución similar; como den- 
tro de dicho ámbito, al salvaguardar las competencias de 10s Órganos europeos 
de derechos humanos (Articulo 17). 
D. El funcionamiento del Comité, al igual que el de su homónimo de la ONU, 
está rodeado de confidencialidad e independencia; para 10 que se acompaña al 
Convenio un Anexo en el que se establecen 10s privilegios e inmunidad de sus 
mi~embros. 
E. Las visitas pueden ser de dos tipos: extraordinarias y ordinarias o periódi- 
casi. Debiendo aceptarse estas últimas, sin ningún tipo de declaración previa y 
expresa, por el mero hecho de llegar a ser Estado Parte; pero con la importante 
lirr~itación que puede suponer el ejercicio de la facultad a estos reconocida por 
el articulo 20 en cuanto a la designación de 10s territorios a 10s que se aplicar6 
el Convenio, a la hora de ratificarlo, aceptarlo o aprobarlo. Posibilidad ésta que 
parece diseñada para excluir de la aplicación del Convenio, las zonas especial- 
mente conflictivas en 10s territorios de algunos Estados europeos. 
E El procedimiento de visita que, necesariamente habrá de comenzar con 
una notificación en este sentido por parte del Comité al Estado de que se trate, 
supone una serie de obligaciones concretas para éste, obligaciones que van des- 
de facilitar el acceso a 10s lugares objeto de la visita, pasando por el suministro 
de cuantos datos le sean solicitados, hasta la fundamentalisima de permitir no 
s610 entrevistas con la persona a visitar y sin testigos, sino con cualquier otra 
persona que pueda facilitar datos al respecto. Ahora bien, este régimen puede 
qu~edar excepcionado por una serie de causas unilateralmente establecidas por 
las autoridades competentes del Estado (articulo 9) en relación con cada visita 
concreta; para 10 que se prevé un régimen de consultas entre dichas autoridades 
y el Comité. 
El Comité tiene tres vias de actuación: la formulación de observaciones de 
inrnediato, cuando asi 10 estime procedente; la realización de un Informe tras ca- 
da visita, el cua1 será comunicado al Estado visitado, acompañado de las reco- 
mendaciones estimadas pertinentes; y el establecimiento de consultas, para sugerir 
al IEstado Parte concreto mejoras para la protección de las personas privadas de 
lib~ertad. 
G. El paso más importante, por su progresividad en esta materia, es la posi- 
bilidad contemplada como sanción, para el caso en que el Estado no cumpla sus 
oblligaciones previas -debe de cooperar-, o no haga las mejoras propuesta por 
el Comité, y que consiste en la quiebra del principio de confidencialidad, me- 
diante una declaración pública del Comité. 
En conclusión, el Convenio Europeo para la Prevención de la Tortura y de 
las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes, resulta una pieza normativa com- 
plementaria a un sistema que ya ha venido funcionando con buenos resultados, 
y clue resulta ccmodélicaa para algunos excesivamente dados a las cccomparacio- 
nesm; ahora bien, el valor real del mismo, tan s610 podrá determinarse en su jus- 
teza cuando hayan transcurrido unos años de su puesta en marcha, aún cuando 
su aplicación sea limitada a unos pocos Estados miembros del Consejo de Euro- 
pa -limite minimo para su entrada en vigor, según el  articulo 19, 1, siete-; en 
el sentido expresado por Jacques Gautier de que: aMieux vaut au départ une con- 
vention veritablement efficace entre un petit nombre des pays qu'une conven- 
tion inefficace acceptable par tous. En effet, la premiere pourra s'étendre un jour 
á cl'autres, tandis que la seconde ne pourra pas s'améliorern. 
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NOTAS 
1. La necesidad de contar con la Historia en 10s análisis de las relaciones internacionales y por 
ende del Derecho Internacional arranca en la doctrina iusinternacionalista española de la figura del 
profesor AGUILAR NAVARRO, siendo continuada por sus principales discipulos. Aunque la considera- 
ción del Derecho Internacional como estructura socio-histórica empieza a abrirse camino en la segun- 
da mitad del XIX de la mano del iusnaturalismo; en este sentido véase la obra de CELESTINO DEL 
ARENAL, a Teoria de las relaciones internacionales en España, Madrid, 1979. 
2. Termino que si bien hoy en dia ha dejado de ser técnicamente correcto por su aestrechez., 
sigue utilizándose tal vez por no añadir mayor inseguridad terminológica a la ya existente, y en aras 
de una deseada uniformidad que haga cuanto menos problemático, el ya dificil estudio de una disci- 
plina de muy reciente aparición en nuestra doctrina. A tal respecto, véase la obra citada en la nota 
anterior. 
3. De hecho no es excesivamente difícil encontrar en bibliotecas obras como Defensa de la tortu- 
ra y leyes patrias que la establecieron: e impugnación del tratado que escribió contra ella el Dr. D. Alfonso 
Maria de Acevedo, de Pedro de CASTRO, Madrid, 1778 (en Biblioteca del Instituto de Estudios Juridi- 
cos; CSIC; Madrid). Y como obra m i s  general: La torture. Son histoire. Son abolition. Sa réaparition 
au XX siécle, de Alec MELLOR, Paris, 1949. 
4. Historia que ha sido objeto de numerosos estudios, y de 10s que por mera elección personal 
destacaria: Los derechos del hombre, de AUGER, P. y otros, Méjico, 1949. International Law and Human 
Rights, de LAUTERPACHT, ., London, 1950. Los derechos humanos, de TRUYOL SERRA, A., Madrid, 1968. 
Y como prueba de que es esta una materia no terminada aún: Fondaments historiques et development 
des droits de I'homme, de SZABO, I., en Les Dimensiones des droits de I'Homme~, UNESCO, Paris, 1978. 
Tratado básico de derechos humanos, de HABA, E., San José de Costa Rica, 1986. La protección de 10s 
derechos humanos. Su desarrollo progresivo, de NIKKEN, P., Madrid, 1987. 
5. En este sentido se pronuncia entre nosotros el profesor DIEZ DE VELASCO, M., en su obra Insti- 
tucionesde Derecho Internacional Aíblico, Tomo I, Madrid, 1980, esp. págs. 404 y 405. Y también, aun- 
que le reconoce *un peso politico-jurídica)), PASTOR IDRUEJO, J.A., en su Curso de Derecho Internacional 
Aíblico, Madrid, 1986. 
6. Especialmente reseñable es la argumentación de TRUYOL SERRA al decir que <La Declaración 
es indudablemente un derecho superior, un higher lawr y que .no carece de valor juridico-positivo 
estrictamente hablandor ya que es la qexpresión de la conciencia jurídica de la humanidad, represen- 
tada en la ONU*. (En Los Derechos Humanos, Madrid, 1971). 
7. Pudiendo destacarse en materia de esclavitud: 
- Convenio relativo a la esclavitud, de 25 de Septiembre de 1926. (60 League of Nations Treaty 
Series-253). 
- Convenio n?  29 relativo al trabajo forzoso y obligatorio, de 28 de Junio de 1930. (39 League 
of Nations Treaty Series-55). 
En materia'de tráfico internacional de drogas: 
- Convenio internacional del opio, de 23 de Enero de 1912. (8 League of Nations Treaty Series-187). 
- Acuerdo relativo a la represión de la fabricación, comercio interior y uso del opi0 preparado, 
de 11 de Febrero de 1925. (51 League of Nations Treaty Series-337). 
- Convenio internacional del opio, de 19 de Febrero de 1925. (81 League of Nations Treaty 
Series-317). 
- Convenio para limitar la fabricación y reglamentar la distribución de estupefacientes, de 13 
de Julio de 1931. (137 League of Nations Treaty Series-299). 
- Acuerdo relativo a la supresión del hábito de fumar opio, de 27 de Noviembre de 1931. (177 
League of Nations Treaty Series-373). 
- Convenio sobre represión del tráfico ilicito de drogas nocivas, de 26 de Junio de 1936. (198 
League of Nations Treaty Series-289). 
En materia de mujeres y de niños: 
- Arreglo internacional para asegurar una protección eficaz contra el tráfico criminal conocido 
por el nombre de ([trata de blancas., de 18 de Mayo de 1904. (1  League of Nations Treaty Series-83). 
- Convenio internacional relativo a la represión de la trata de blancas, de 14 de Mayo de 1910. 
(11 League of Nations Treaty Series-438). 
- Convenio internacional para la supresión de la trata de mujeres y niños, 30 Septiembre 1921. 
(9 Leage of Nations Treaty Series-416). 
8. En este sentido se pronuncia PASTOR IDRUEJO, J.A., en ((La acción de la Comisión de Dere- 
chos Humanos de las Naciones Unidas ante las violaciones de 10s derechos del hombre)); en Anuario 
de Derechos Humanos 2; Madrid, Marzo 1983; al decir que: aEn el Derecho Internacional clásico la 
protección de 10s derechos del hombre quedaba encomendada de un modo fundamental a 10s Esta- 
dos)) (pág. 319). 
9. Ob. citada, pág. 369. 
10. Con anterioridad a la Declaración Universal, ha de resaltarse en el plano del reconocimiento 
internacional de 10s derechos de 10s extranjeros, la labor de las Conferencias Interamericanas, espe- 
cialmente la Primera, celebrada del 2 de Octubre de 1889 al 19 de Abril de 1890 en Washington, en 
la que ya se aprobó una Recomendación que mantenia que .las extranjeros gozan de todos 10s dere- 
chos civiles de que gozan 10s nacionales.; y la Segunda, celebrada en México del 22 de Octubre de 
1901 al 31 de Enero de 1902, en la que se elaboró la Convención relativa a 10s Derechos de Extranjeria. 
Con posterioridad, múltiples son 10s Tratados de tipo multilateral y fundamentalmente de tip0 
bilateral al respecto; pudiéndose hablar con propiedad de .gran cantidadr de ellos en materias tales 
como Seguridad Social. 
11. Conviene recordar que unos meses antes, concretamente el dia 26 de Mayo, las elecciones 
daban como partido ganador al Partido Nacional, con 10 que primer0 Malan y después Verwoerd co- 
mo Primeros Ministros pusieron en práctica la política del apartheid. 
12. Conviene recordar aquí que si bien la Comisión de Derechos Humanos fue creada en princi- 
pio como órgano no intergubernamental por la Resolución 5 (I) del Consejo Económico y Social, las 
Re:soluciones 9 (11) y 12 (11) la transformaron en un Órgano de naturaleza intergubernamental. 
13. Fue la Resolución 545 (XVII) de 29 de Julio de 1954, del Consejo Económico y Social, la que 
transmitió esta materia a la AG. 
14. El Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales entró en vigor el 3 de Enero de 1976; 
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